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UNDÉCIMO  INFORME DE VERIFICACIÓN DE LA 

IMPLEMENTACIÓN DEL ACUERDO FINAL DE PAZ EN 

COLOMBIA  
 

Resumen Ejecutivo  

En atención al mandato dispuesto en el Acuerdo Final de Paz ïA.F.ï para la 

verificación y seguimiento de los compromisos firmados por el Gobierno y las 

FARC con el cual se busca identificar los avances, las controversias, así como las 

propuestas de mejoramiento y/o de solución (6.3.2); la Secretaría Técnica del 

Componente de Verificación Internacional ïSTï compuesta por CINEP y CERAC 

presenta el Undécimo Informe sobre el estado de la Implementación de los seis 

puntos del A.F.  

Hasta la fecha de publicación de este informe la ST ha sacado a la luz diez 

Informes Generales sobre la Implementación de los seis puntos del A.F.; seis 

informes sobre la implementación del Enfoque de Género; tres informes sobre la 

implementación del Enfoque Étnico y un Informe Regional de verificación sobre la 

implementación del A.F. en las 16 Zonas PDET, el pasado 27 de abril de 2022.  

En este Undécimo informe la ST enfoca su marco analítico entorno a los logros 

que pasados casi 6 años de la firma no deben dejar de cumplirse y centra su 

atención en aquellos compromisos que se encuentran en un nivel de atraso 

sustantivo y han de ser priorizados por el gobierno electo para los próximos cuatro 

años de presidencia (2022 ï 2026). 

Para la elaboración de este informe, la ST continúa analizando los hallazgos, 

dificultades y retrasos en la implementación, al igual que su correspondencia con 

lo establecido gracias a la cooperación y financiamiento del Fondo Multidonante 

de las Naciones Unidas para el Sostenimiento de la Paz.  

 

Análisis temático   

Durante el cierre del primer semestre de 2022, la Comisión de la Verdad presentó 

al país el Informe Final junto con las recomendaciones que debe promover la 

Comisión de Monitoreo y Seguimiento durante siete años. Los desafíos de la 

culminación de un mandato sustantivo del A.F. se inscriben en un periodo electoral 

en el que se conocieron los resultados de los comicios parlamentarios y 

presidenciales con la elección de 16 Curules de la Circunscripciones de Paz, la 

vicepresidencia de Francia Márquez y la presidencia de Gustavo Petro, para el 

periodo 2023-2026.  
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Teniendo presente el panorama nacional, la ST consideró de interés para este 

11o. Informe realizar un análisis prospectivo de la implementación de los 

compromisos de los seis puntos del A.F. que se han constituido como logros y no 

deben desatenderse, así como los compromisos con niveles de incumplimiento 

alto y que son preeminentes para la construcción de una paz estable y duradera. 
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1. Reforma Rural Integra l 

El punto 1 del A.F. tiene como objetivo (i) aportar a la resolución de problemas 

relacionados con el acceso, distribución y ordenamiento de tierras y conflictos 

socioambientales; (ii) garantizar los derechos de las poblaciones rurales y su 

acceso a la justicia; (iii) mejorar la productividad con énfasis en la promoción de la 

economía campesina y en la integración con áreas urbanas y (iv) establecer 

planes de desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el conflicto, 

la pobreza, las economías ilegales y la debilidad institucional. Para este informe, la 

ST estableció como prioridad dos temas estratégicos del Punto 1 del 

Acuerdo: (i) los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï y 

(ii) los Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï, ya que de 

acuerdo con el A.F. (1.2.3.), el Plan Nacional de Desarrollo debe acoger las 

prioridades y metas de los PDET y , por su parte, los PNRRI pueden potenciar la 

actuación sectorial e intersectorial de asuntos como la infraestructura y 

adecuación de tierras, el desarrollo social, la producción agropecuaria, la 

economía solidaria y cooperativa y el derecho a la alimentación. 

La ST en el análisis de este informe resalta la inclusión de iniciativas PDET en los 

instrumentos de planificación territorial y la inclusión de planes de trabajo 

institucionales para la movilización de iniciativas en el corto plazo. A su vez, la ST 

invita a revisar el impacto real de la materialización de las iniciativas, teniendo en 

cuenta los datos de iniciativas movilizadas a través de proyectos de inversión. 

Hasta el 30 de abril de 2022, el 21 % del total de iniciativas de los Planes de 

Acción para la Transformación Regional ïPATRï cuentan con ruta de 

implementación activa a través de proyectos de inversión; este porcentaje 

continúa siendo bajo. Igualmente, únicamente el 34% de las iniciativas incluidas 

en los Planes territoriales se ha movilizado a través de proyectos, luego de 

transcurrida la mitad del periodo de gobierno.  
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Infraestructura y Adecuación de Tierras es el pilar que tiene mayor cantidad de 

iniciativas movilizadas a través de proyectos de inversión, mientras que pilares 

como Ordenamiento social de la propiedad y uso del suelo, Salud rural, Sistema 

progresivo para la garantía del derecho a la alimentación y Reconciliación, 

convivencia y construcción de paz, tienen porcentajes muy bajos. Por subregión, 

la ST encontró que las subregiones Sierra Nevada-Perijá, Macarena-Guaviare y 

Catatumbo concentran las iniciativas movilizadas y, por el contrario, las 

subregiones con más rezagos son Pacífico Medio y Arauca. Hasta el 30 de abril 

de 2022, del total de iniciativas con ruta de implementación activa a través de 

proyectos de inversión, 30% de los proyectos se encuentran terminados, 17% en 

ejecución, mientras que 45% se encuentran estructurados, pero sin fuente de 

financiación.   

A febrero de 2022, se finalizaron los procesos de validación territorial y 

construcción participativa en 15 de las 16 subregiones con Hojas de Ruta 

Única ïHRUï, faltando Pacífico Medio. En este proceso, se han priorizado 4.682 

iniciativas como estratégicas. El 26% de las iniciativas estratégicas tienen ruta de 

implementación activa a través de proyectos de inversión y el 12,4% corresponde 

a iniciativas incluidas en los planes de desarrollo del nivel territorial. En cuanto a 

los pilares, estas iniciativas estratégicas se concentran mayoritariamente en 

Reactivación económica y producción agropecuaria, Infraestructura y adecuación 

de tierras y Vivienda, saneamiento básico y agua potable.  

El Sistema General de Regalías OCAD-PAZ ha sido la fuente de financiación con 

mayores recursos para la implementación del PDET y ha movilizado por lo menos 

el 46% de los recursos. Por otro lado, el Trazador Presupuestal del Presupuesto 

General de la Nación aporta el 33% de los recursos, el mecanismo de Obras 

PDET -con diversas fuentes- ha movilizado el 3% y el mecanismo de Obras por 

Impuestos ïOXIï ha movilizado el 5% de los recursos. En términos desagregados, 

el pilar de Infraestructura y adecuación de tierras tiene mayores recursos 

invertidos (45%); lo que contrasta con la inversión del pilar de Ordenamiento 

Social de la Propiedad y Uso y del Suelo (2%), el pilar del Sistema progresivo para 

la garantía del Derecho a la alimentación (1%) y el pilar de Salud rural (2%).   
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En el periodo considerado para este informe se adoptaron cuatro nuevos 

Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï: Plan Especial de 

Educación Rural; Plan Nacional de Formalización Masiva de la Propiedad Rural; 

Plan de Zonificación Ambiental y el Plan Nacional de Asistencia Integral Técnica, 

Tecnológica y de Impulso a la Investigación. La ST considera que su adopción, 

con retrasos, contribuye al cumplimiento de aspectos relevantes de la RRI y a la 

organización de la actuación sectorial alrededor de los criterios que el A.F 

establece para cada uno de los PNRRI.  

La ST identifica tres retos para implementación de los PDET: (i) ampliar la 

participación de las comunidades y organizaciones en el desarrollo de las 

estrategias de materialización de iniciativas; (ii) superar el desbalance entre pilares 

en la estructuración de proyectos y entre regiones y (iii) articular la implementación 

de las iniciativas con los Planes Nacionales. El Undécimo informe de la ST reitera 

la necesidad de adoptar los PNRRI faltantes, articulando las estrategias de todos a 

la implementación de los PDET y asegurando su inclusión en el PND 2023-2026, 

así como la asignación de un presupuesto adecuado para su implementación, 

atendiendo los objetivos y criterios dispuestos para cada uno de ellos en el A.F.   

 

2. Participación Política  

El Punto 2 establece que la ampliación de la participación ciudadana y la 

pluralidad de voces en la democracia es un pilar fundamental para la construcción 

de paz. Con ello busca enriquecer la deliberación y el debate, fortalecer la 

institucionalidad y promover la superación del uso de la violencia y las armas para 

la exclusión política. Teniendo en cuenta que para la apertura democrática es 

indispensable la garantía del derecho a la participación política, especialmente la 

participación de las poblaciones más vulnerables, en este informe la ST priorizó 

el análisis el estado de implementación del subtema (2.1.2) de garantías de 

seguridad para el ejercicio de la participación política y el subtema (2.3.6) 

que determina a las Circunscripciones Transitorias Especiales para la Paz.    
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De manera general la ST identificó que persisten los retrasos en la 

implementación del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la 

Política ïSISEPï, lo cual ha impedido que la ejecución de esta instancia sea de 

carácter sistémico sin permitir el desarrollo de una efectiva articulación 

institucional para las garantías de seguridad. De otra parte, se evidenciaron 

falencias en el Sistema de Prevención y Respuesta Rápida, en la Comisión 

Nacional de Garantías de Seguridad ïCNGSï, así como en la promulgación del 

Programa de seguridad y protección con enfoque diferencial para miembros de 

organizaciones políticas declaradas en oposición y retrasos en la puesta en 

marcha de la Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño y el Sistema 

de Planeación Información y Monitoreo. Además de las falencias en la 

implementación del SISEP, el diseño de la política de seguridad hasta el momento 

muestra un diseño desarticulado y proclive a la dispersión de esfuerzos. Sin 

embargo, la ST percibió como oportunidad para el funcionamiento efectivo del 

Sistema, los avances que representaron la definición del reglamento de la CNGS 

el 7 de mayo de 2022 y la emisión de la Resolución 1-017 el 6 de abril de 2022; 

mediante la cual se creó al interior de la Fiscalía el Comité de Impulso a las 

investigaciones por los delitos cometidos en contra de quienes desarrollan la 

participación política y los aportes que han generado las sesiones de género de la 

CNGS y la instalación del Comité Operativo de Mujer y Género en la Instancia de 

Alto Nivel.   

La sentencia SU150-21 de la Corte Constitucional y la reglamentación promulgada 

por parte del Gobierno Nacional, la Registraduría Nacional del Estado Civil y el 

Consejo Nacional Electoral permitió la materialización de las Circunscripciones 

Transitorias Especiales de Paz ïCTEPï, lo que  representa el avance más 

significativo de la implementación del Punto 2; sin embargo;  el desarrollo de los 

comicios de las CTEP atravesó una serie de problemáticas que deben ser 

atendidas en su segundo periodo 2026-2030, de manera que se brinden mejores 

garantías para el derecho a la participación política de las poblaciones más 

vulnerables.   

Los hechos de violencia en medio del desarrollo de los comicios de las CTEP 

representaron una de las problemáticas más complejas. El estado de 

implementación en materia de Garantías de Seguridad se ha visto acompañado de 

la persistencia de agresiones en contra de firmantes del acuerdo, lideres, lideresas 

y defensores de derechos humanos. En efecto, en las zonas de las CTEP se 

concentró el 63% de los casos de homicidios de líderes y lideresas sociales 

ocurridos desde el cierre de inscripción de candidaturas hasta el día de las 

elecciones de congreso.   
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La ST señala que el subtema de garantías de seguridad del A.F. y su efectiva 

implementación se erige como una oportunidad para que el nuevo gobierno 

afronte las condiciones de inseguridad y por ende para el desmantelamiento de 

organizaciones criminales. Lo anterior teniendo en cuenta que el SISEP tiene 

como función la articulación interinstitucional y la coordinación con las 

organizaciones políticas declaradas en oposición, firmantes del acuerdo, 

autoridades departamentales y municipales incorporando el enfoque de género, 

así como la evaluación del funcionamiento de los programas de protección, la 

CNGS y el Sistema de Prevención y Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas. 

Señala también que con la posesión del nuevo Gobierno Nacional y del nuevo 

Congreso de la República, se esperan avances en asuntos fundamentales del 

Punto 2 del A.F., que siguen pendientes, tales como, la reglamentación efectiva 

del derecho a las manifestaciones sociales, la reforma a la organización electoral, 

el fortalecimiento de los Consejos Territoriales de Paz y Convivencia, la 

planeación democrática participativa y la transversalidad de los componentes de 

género y étnico. Para lo anterior, se ve como oportunidad, la capacidad que 

tengan las 16 personas representantes de las CTEP para el impulso de la 

implementación del A.F. 
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3. Fin del Conflicto  

Este Punto tiene como objetivo dar el paso final que ponga fin al conflicto con las 

extintas FARC (3.1), sentar las bases para el proceso de reincorporación política, 

económica y social de los excombatientes a la vida civil (3.2), y garantizar las 

condiciones de seguridad para el proceso (3.4). Para este 11vo informe, la ST 

verificó el estado de implementación del proceso de reincorporación social y 

económica, así como de las disposiciones relacionadas con la investigación 

criminal y la implementación de medidas de protección para los excombatientes.  

Frente al proceso de reincorporación económica y social, la ST verificó una 

serie de compromisos de la ñPol²tica Nacional para la Reincorporaci·n Social y 

Económica de exintegrantes de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 

Colombia-Ejército del Pueblo (FARCïEP)ò (CONPES 3931 de 2018) frente el 

acceso a tierras y la construcción de viviendas, debido a su importancia para la 

consolidación del proceso de reincorporación. Sobre el acceso a tierras, el 

Gobierno Nacional adquirió 627 hectáreas por $8.959,5 millones (USD 2,3 M), lo 

que beneficia a aproximadamente 1.260 personas en proceso de reincorporaci·n. 

Adicionalmente, durante el periodo de reporte de este informe, fueron comprados 

dos predios para el AETCR de Anorí, Antioquia, y para 47 excombatientes y sus 

familias que se quedaron en Ituango, Antioquia, luego de que el AETCR fuera 

trasladado al municipio de Mutatá. En total, el Gobierno ha comprado tierras para 

10 Antiguos Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación 

ˈAETCRˈ; adem§s de habilitar 872 hect§reas en beneficio de 671 personas en 

proceso de reincorporación, a través de la ruta SAE en los departamentos de Valle 

del Cauca, Meta y Tolima.  En cuanto a vivienda, la ST destaca como un avance la 

entrega de más de 600 subsidios familiares de vivienda rural -SFVR-, y la 

expedici·n del Decreto 650 del 27 de abril de 2022, que reconoce el ñsubsidio 

familiar de vivienda para poblaci·n en ruta de reincorporaci·nò para la adquisici·n 

de vivienda urbana de inter®s social ˈVISˈ o prioritario ˈVIPˈ. Por otro lado, la 

ST señala que no ha sido entregada ninguna vivienda dentro de los AETCR, sin 

embargo, el Gobierno se comprometió a entregar 207 viviendas en los AETCR de 

Dabeiba (Antioquia), Arauquita (Arauca) y Caldono (Cauca). 

Sobre proyectos productivos para los excombatientes en proceso de 

reincorporaci·n, hasta abril de 2022, el CNR aprob· 116 proyectos productivos 

colectivos que benefician a 3.855 personas en proceso de reincorporaci·n 

(incluidas 1.089 mujeres), vinculando a 87 formas asociativas (CPEC, 2022, p. 6). 

Además, hay 3.918 proyectos productivos individuales que benefician a 4.736 
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excombatientes (incluidas 1.097 mujeres) (NN.UU., 2022, p. 7). De los proyectos 

con apoyo de la cooperaci·n internacional, hay 74 proyectos que están en los 24 

AETCR, de los cuales 20 están en ejecución, 1 en formulación y 53 finalizados. 

Con el objetivo de garantizar la sostenibilidad de estos proyectos productivos, la 

ARN y miembros del partido Comunes, acordaron una hoja de ruta que identifica 

que los principales retos que enfrentan los proyectos productivos para su 

consolidación: asuntos relacionados con el fortalecimiento de las cooperativas, 

acceso a los mercados, asistencia técnica, acceso a tierras y problemas de 

seguridad. Adicionalmente, la ST identifica los siguientes avances: la 

conformación de la Federación de Organizaciones Sociales y Solidarias del 

Suroccidente colombiano ðFEDECOMUNð, como parte de las actividades 

llevadas a cabo dentro de ECOMUN; y la creación de la Red Nacional de 

Confecciones por la Paz ðRENA-Cð que reúne iniciativas productivas del sector 

de la confección y de la moda. Asimismo, la ST destaca la implementación del 

proyecto Ambientes para la Paz, implementado por el PNUD, el cual impulsa la 

formación de iniciativas ambientales para comunidades locales y personas en 

proceso de reincorporación. 

Frente a la reincorporación social, la ST señala que, acorde a la Misión de 

Verificación de Naciones Unidas, hubo retrasos en la puesta en marcha de los 

esquemas de salud (aprobados por el CNR), en los 24 AETCR, por la falta de 

asignación de recursos desde el Ministerio de Salud. Sin embargo, el personal 

médico ha llevado a cabo visitas a la mayoría de los antiguos espacios 

territoriales, salvo en Antioquia, Arauca, Guaviare y el Putumayo. La ARN, con 

apoyo del PNUD, el Ministerio de Salud y el componente Comunes en el Consejo 

Nacional de Reincorporación ˈCNRˈ, realiz· del 3 al 6 de mayo el ñPrimer 

Encuentro Nacional de Fortalecimiento de Liderazgo del Programa 

CaPAZcidadesò que brinda atenci·n a las necesidades espec²ficas de las 

personas en proceso de reincorporación con discapacidad, adultos mayores y con 

enfermedad de alto costo. En materia de cobertura y acceso a la educación, la 

CPEC señala que entre 2019 y 2022 fueron vinculadas 7.495 personas (1.383 

dentro y 6.112 fuera de los AETCR) a formación académica a través de la 

implementaci·n de diferentes modelos educativos como: ñArando la Educaci·nò, 

ñMaestro Itineranteò y ñTejiendo Saberesò. En lo que respecta a la educación para 

el trabajo, a 31 de marzo de 2022, fueron vinculados 8.459 personas a cursos 

ofertados por el SENA y otras Instituciones.  

En materia de garantías de seguridad, la ST destaca que, si bien las 

disposiciones en materia de investigación criminal y medidas de protección ya 

iniciaron, algunos compromisos están atrasados y requieren de una 
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implementación prioritaria. En la política e investigación criminal, la ST señala 

que las disposiciones de este subtema son las que tienen mayores atrasos. La 

Comisión Nacional de Garantías de Seguridad aún tiene pendiente el 

cumplimiento de algunas de sus funciones a la fecha de corte de este informe: 

esta instancia aún no cuenta con un plan de trabajo interno, no ha presentado 

avances en la implementaci·n de los ñLineamientosò y el ñPlan de Acci·nò para el 

desmantelamiento de organizaciones criminales y tampoco ha adoptado la política 

pública correspondiente. Además, frente al documento de Lineamientos de política 

pública para el desmantelamiento de organizaciones criminales, que se entregó 

con tres años de retraso, la ST ha dado a conocer desde su décimo informe que el 

documento no incorporó la mayoría de los insumos de la sociedad civil, en 

especial, lo consensuado en las reuniones de la Subcomisión Técnica de la 

CNGS. Respecto a este tema la Procuraduría ha señalado que algunas acciones 

del documento parecen acciones de seguimiento de otras políticas públicas ya 

establecidas por el Gobierno. Todas estas disposiciones son importantes para 

avanzar en el desmantelamiento de las estructuras criminales, que son la principal 

amenaza para la construcción de paz. Como avance, la ST registró que en marzo 

se aprobó el reglamento interno de la CNGS, con el cual se podría facilitar y 

dinamizar el funcionamiento de la Comisión en correspondencia con su mandato. 

En cuanto a la Unidad Especial de Investigaci·n ˈUEIˈ de la Fiscal²a Nacional, 

continúa avanzando en la investigación de los casos de agresiones contra 

excombatientes en proceso de reincorporación y sus familiares. Con corte al 7 de 

abril, de las 437 afectaciones contra excombatientes de las FARC y sus familiares, 

el 58,35% de los casos cuentan con ñavances investigativos hacia el 

esclarecimientoò. En cuanto a la judicialización de organizaciones criminales a 

cargo de la UEI, la ST pudo verificar que de 2019 a 2020 hubo un aumento en la 

identificación de integrantes de organizaciones criminales vinculados a hechos 

victimizantes, no obstante, de 2020 a 2021 se redujo. La ST señala que la 

información disponible hace referencia únicamente a identificación y judicialización 

de procesos individuales, por lo que no permite verificar si estas acciones logran 

efectivamente el desmantelamiento de las organizaciones criminales o la 

investigación penal contra las mismas. Pese a esto, la ST encontró que no se 

conocen suficientes avances de la UEI en  los compromisos de i) los planes 

metodológicos de investigación especializados; ii) las investigaciones sobre los 

vínculos entre organizaciones criminales y iii) la investigación penal sobre la 

identificación y el desmantelamiento de estructuras criminales.  

Respecto a las medidas de protección, aunque la ST reconoce la 

implementación de las disposiciones para garantizar la seguridad física de los 
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excombatientes, los hechos de violencia contra esta población continúan y se 

mantiene el riesgo de seguridad que obstaculiza severamente el proceso de 

reincorporación. Desde la firma del A.F. hasta el 29 de julio de 2022, la ST ha 

registrado el homicidio de 330 excombatientes, mientras el Partido Comunes 

registró 339, de los cuales 329 se encuentran en proceso de reincorporación, 8 en 

espera de acreditación, y 2 en su momento en traslado a Zonas Veredales 

Transitorias de Normalización, cifras que evidencian el riesgo de seguridad crítico 

al que se enfrenta esta población. La ST calcula que el riesgo de homicidio para la 

población de excombatientes es 14 veces el de la población en Colombia, como 

un indicador bruto de este excesivo nivel de riesgo. Aunque las medidas de 

protección y las que buscan el desmantelamiento de criminales se encuentran 

activas, su impacto no ha sido el esperado, y de su implementación rigurosa, 

depende en buena parte que se preserve la integridad de la población en 

reincorporación. La UEI de la Fiscalía General de la Nación, como señalado, tiene 

alcances muy limitados en materia de investigación para judicializar y desmantelar 

las estructuras u organizaciones criminales responsables de los crímenes que 

vulneran las garantías de seguridad.  

En términos del enfoque de género, la ST resalta las 18 visitas territoriales de la 

Mesa de Género del CNR, con corte al 31 de mayo de 2022, para impulsar las 

medidas de género de la PNRSE. Además, la ST señala que en materia de 

proyectos productivos, de las 168 cooperativas registradas, 37 son lideradas por 

mujeres y 16 están integradas solo por mujeres. En total hay 2.763 mujeres 

vinculadas a proyectos productivos colectivos e individuales y/o a una ruta de 

inclusión laboral, lo que equivale al 85% del total de aquellas de aquellas que 

están en proceso de reincorporación. La ST señala como un avance que n los 

AETCR de Agua Bonita (Caquetá) e Icononzo (Tolima), los Comités de Mujer y 

Género han sido el impulso para la puesta en marcha de varias iniciativas 

productivas, lo que ha dado lugar a  la creación de Centros de Desarrollo Infantil 

ˈCDIˈ con apoyo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar ˈICBFˈ.  En 

materia de garantías de seguridad, 10 mujeres excombatientes han sido 

asesinadas durante el periodo de observación y seis más han sido víctimas de 

intento de homicidio. Como respuesta a la inseguridad que presentan las 

excombatientes, a 31 de mayo de 2022 habían sido dispuestos, por parte de la 

UNP, esquemas de protección para 53 colectivos distintos a AETCR para mujeres 

excombatientes y sus familiares. 

En cuanto al Capítulo Étnico y a la reincorporación social y económica con 

enfoque diferencial, la ST señala que la Mesa Étnica creada en el CNR, no ha 

podido funcionar plenamente, ya que no existen lineamientos claros por parte del 
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CNR para su funcionamiento, ni una agenda que oriente el trabajo, a pesar de que 

ya ha sesionado en seis ocasiones. Frente al ñPrograma Especial de Armonización 

para la Reintegración y Reincorporación social y económica con enfoque 

diferencial étnicoò no ha sido posible su implementación, ya que se encuentra en 

la Mesa Permanente de Concertaci·n ˈMPCˈ con pueblos ind²genas y todav²a 

no ha entrado a consulta previa con los pueblos afro, negros, raizales y 

palenqueros. Con respecto a las garantías de seguridad de los pueblos étnicos, la 

UNP ha adelantado distintas acciones para proteger a las Guardias Indígenas y 

Cimarronas por medio de: dotación; evaluación del riesgo de las comunidades; y 

los convenios con el CRIC y ACIN para el fortalecimiento de la Guardia Indígena. 

Sin embargo, la IEANPE manifestó que los resultados de la UNP no permiten ver 

cuáles Guardias se han visto beneficiadas por el trabajo de la UNP, ya que no hay 

reportes en los informes del Gobierno sobre el apoyo a la Guardia Cimarrona. 

 

4. Solución al problema de las dr ogas ilícitas  

El Punto 4 del Acuerdo Final ïA.F.ï sienta las bases para ñconstruir una soluci·n 

conjunta e integral al problema de las drogas il²citasò (A.F., 2016, Punto 4, p§g. 

99), por lo cual promueve una visión que dé un tratamiento diferenciado a los 

fenómenos de producción, consumo y comercialización de drogas ilícitas (A.F., 

2016, Introducción, pág.8). Este punto está subdividido en cuatro temas: (i) 

Programas de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y Planes Integrales de 

Desarrollo Alternativo con participación de las comunidades; (ii) Programa 

Nacional de Intervención Integral frente al Consumo de Drogas Ilícitas; (iii) 

Solución al fenómeno de producción y comercialización de narcóticos; y (iv) 

Acción integral contra las minas antipersonal. 

En cuanto al compromiso de los Programas de Sustitución de Cultivos de Uso 

Ilícito (A.F. 4.1), la ST registró que en el periodo de verificación de este informe, 

hasta el 22 de abril del 2022 se habían erradicado voluntariamente 45.970 ha, lo 

que representa un aumento del 5% en los cinco meses anteriores y lo acerca a la 

meta de 50.000 ha definida inicialmente para el PNIS.   Adicionalmente, la ST 

señala que el avance más significativo fue la aceleración del componente de 

proyectos productivos de ciclo corto y generación de ingresos rápidos del PAI, el 

cual casi triplicó la cifra observada en el décimo informe de esta ST (2021). Sin 

embargo, la ST advierte que el componente del PAI familiar de proyectos 

productivos con visión de largo plazo (A.F. 4.1.3.6), está en situación de atraso 

porque, según el PMI, este componente debía finalizar su implementación en 2020 

(PMI, 2017, p.115). La ST señala que este compromiso requiere cumplimiento, 

debido a que la sostenibilidad futura de la sustitución depende de que las familias 
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cultivadoras y recolectoras tengan alternativas de generación de ingresos en las 

economías lícitas. 

En cuanto al PAI Comunitario, la ST señala que no hay mecanismos para 

identificar en qué medida las familias pertenecientes al PNIS y los territorios se 

benefician de estos compromisos, debido a que en las distintas fuentes de 

información consultadas, no hay información que reporte programas específicos 

que se estén desarrollando en el marco del A.F. Además, en fuentes de 

información de seguimiento a la implementación, se reporta información de 

cumplimiento que no necesariamente corresponde a los programas incluidos en el 

Acuerdo  para los componentes del PAI comunitario. En cuanto al compromiso de 

generación de opciones laborales, la ST no encontró información respecto a los 

avances de este compromiso ni de si se está implementando un enfoque 

diferencial para mujeres. Adicionalmente, la ST sigue sin tener conocimiento sobre 

el avance de los compromisos de guarderías infantiles rurales, del programa de 

dotación de comedores escolares, dirigidos a municipios donde se implementa el 

PNIS (A.F. 4.1.3.6). Respecto a las brigadas de atención básica en salud, la ST 

encontró que el Ministerio de Salud y Protección Social no recibió solicitudes de 

brigadas de salud en el marco del PNIS, lo que representa un incumplimiento del 

A.F. En conclusión, la ST señala que los compromisos del PAI comunitario se 

encuentran en su mayoría no iniciados y con retrasos. 

Por otra parte, persiste el no cumplimiento y retraso en la Ley del Tratamiento 

Penal Diferenciado que debía expedirse en el primer año de implementación del 

Acuerdo por ser una prioridad normativa (A.F. 4.1.3.4, p.97), y para el cual ya se 

han presentado cinco proyectos de Ley. En el periodo que cubre este informe, 

estaba vigente el Proyecto de Ley 104 de 2021, que es la iniciativa más reciente 

para reglamentar el Tratamiento Penal Diferenciado a pequeños agricultores, y 

estaba a la espera de ser discutido en primer debate. Sin embargo, el Proyecto de 

Ley no establece el máximo de hectáreas que la persona puede poseer para ser 

beneficiario del programa, lo cual puede dar cabida a controversias y afectaciones 

a los beneficiarios. El no cumplimiento de esta disposición representa un riesgo 

jurídico para los pequeños agricultores y agricultoras que manifestaron su decisión 

de renunciar a los cultivos de uso ilícito.  

Respecto a las otras alternativas de sustituci·n diferentes al PNIS, como ñHecho a 

la Medidaò y ñTerritorios para la Conservaci·nò, la ST encontr· que ambas en su 

diseño contribuyen al cumplimiento de los compromisos del Punto 4, al ofrecer 

alternativas de sustitución para familias inscritas al PNIS e incorporar los principios 

de este programa, como lo son: la construcción conjunta participativa y concertada 



 
 
 
 
 

Undécimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión 1 de agosto  de 20 22 

14 

A.F. (A.F. 4.1); el enfoque diferencial de acuerdo a las condiciones de cada 

territorio; y la sustituci·n voluntaria (A.F., 2016, p.104). El programa de ñHecho a la 

Medidaò incluye una fase de alistamiento que est§ en concordancia con el A.F. 

(4.1), la cual comienza con la manifestación de las comunidades para sustituir, la 

estrategia a través de mesas de trabajo con representantes de la comunidad y de 

distintos niveles de gobierno, y se articula la estrategia con los PDET y los PISDA.  

No obstante, la ST registró dificultades en su implementación debido a limitaciones 

y barreras para acceder a los mecanismos de financiación y las demoras que esto 

genera en la aprobación de los proyectos de sustitución. En el caso del modelo 

ñTerritorios para la Conservaci·nò, la ST destaca que su dise¶o articulado con el 

PNIS y el PMI permitió dar cumplimiento oportuno a los siguientes compromisos 

de conservación del Punto 4 del A.F: proyectos de sustitución y restauración en 

áreas de Parques Nacionales Naturales ïPNNï (A.F. 4.1.4); recuperación y 

adecuación de suelos; mitigación de daños ambientales; y recuperación de 

bosques y proyectos de protección ambiental (A.F. 4.1.3.6). Además, la ST 

encontró que, a través de este programa, fueron sustituidas 7.749 ha de cultivos 

de uso ilícito en Zonas de Reserva Forestal. Las alternativas de sustitución 

existentes son una oportunidad para vincular a las 88.000 familias que 

suscribieron acuerdos colectivos de sustitución, pero que no ingresaron al PNIS, a 

estos programas de sustitución existentes para así cumplir con los compromisos 

adquiridos en el marco del A.F.  

En cuanto al compromiso de garantizar las condiciones de seguridad para las 

comunidades y los territorios afectados por los cultivos de uso ilícito (A.F. 

4.1.3.1), la ST encontró que   los hechos de violencia homicida y los hechos de 

violencia política en los municipios en donde se implementa el PNIS, así como en 

las subregiones PDET, así como los homicidios de excombatientes en esas 

mismas zonas disminuyeron desde la publicación del Décimo Informe de 

Verificación de la ST (2021) y del Informe Territorial (2022). LA ST también 

destaca que Pese a esto, esas mejoras en las condiciones y garantías de 

seguridad para la sustitución de cultivos de uso ilícito todavía no son suficientes, 

ya que la tasa de homicidios de excombatientes por 100.000 personas a nivel 

nacional en 2021 es de 318, cerca de 14 veces superior a la tasa de homicidios en 

el país para el mismo año. La ST registra como un avance en la implementación 

del A.F., la puesta en marcha del Plan de Articulación de acciones para el 

Reforzamiento de la Seguridad de Liderazgos PNIS y en modelos de Sustitución, 

aprobado en diciembre del 2020.  

Respecto del Programa Nacional de Intervención Integral frente al Consumo 

de Drogas Ilícitas (A.F. 4.2.1) la ST encuentra que las acciones identificadas en 
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el periodo de monitoreo estuvieron relacionados con la revisión y ajuste 

participativo de la política pública (A.F. 4.2.1.3), que se complementa a través de 

las siguientes acciones: i) Política Nacional de Salud Mental (2018), orientada a 

prevenir y reducir el consumo de sustancias psicoactivas; y ii) la Política Integral 

para la Prevención y Atención del Consumo de Sustancias Psicoactivas (2019). 

No obstante, como ya lo ha señalado la ST (2022), estas políticas no representan 

el cumplimento de lo dispuesto en el A.F. para este compromiso, debido a que no 

incluyeron aspectos como la focalización territorial y la creación de la instancia 

nacional con representantes de las autoridades con competencia en el tema, 

instituciones científicas, centros especializados, entre otros. La ST, además 

identificó el no cumplimiento respecto a la puesta en marcha del Sistema Nacional 

de Atención al Consumidor de Drogas Ilícitas (A.F. 4.2.1.2). 

Frente a la Acción Integral contra las minas antipersonal, la ST reporta la 

implementación oportuna en la descontaminación de este tipo de artefactos en el 

país, si se tiene en cuenta que los países miembros de la Convención de Ottawa 

aprobaron extender el plazo para la descontaminación de los territorios afectados 

por MAP y MUSE hasta el 31 de diciembre del 2025. La ST señala como avances 

que en los primeros cinco meses del 2022 hubo una reducción del 33% en 

incidentes por MAP y MUSE, frente a las registradas en el 2021, y que el pasado 

1ero de julio, el 78% de los municipios del país están libres de MAP y MUSE. 

Asimismo, la ST destaca como un avance que la cooperativa de excombatientes 

para el desminado humanitario, Humanicemos DH, ha continuado con la entrega 

de territorios desminados en el marco de la implementación de programas 

especiales, incluidos en el proceso de reincorporación de los exintegrantes de las 

FARC a la vida civil (3.2.2.6). Además, estos avances brindan garantías de no 

repetición, al priorizar los territorios de comunidades étnicas en concordancia a lo 

dispuesto por el A.F. Sin embargo, la ST señala como un obstáculo para el 

cumplimiento del A.F. que se mantiene la alta concentración de los incidentes por 

MAP y MUSE en el 1,8% de los municipios del país, ubicados, principalmente, en 

los departamentos de Santander, Chocó, Cauca y Norte de Santander. 

En relación con el enfoque de género, el número de personas vinculadas al 

PNIS, las mujeres ocupan el 64% de la población, no obstante, no refleja un 

avance con respecto al Décimo Informe publicado por la ST, en el cual el 

porcentaje de esta población también correspondía al 36%. Del total de mujeres 

vinculadas al PNIS, el 68% eran cultivadoras de coca, el 17% no cultivaban en 

zonas de intervención y el 14% son antiguas recolectoras de coca. 

Adicionalmente, el 88% de las instancias del PNIS contaron con participación 

femenina, lo que corresponde a 111 instancias territoriales y 126 instancias 
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activas. Sin embargo, en términos porcentuales, esta participación es baja, ya que 

representa el 27% del total de integrantes, delegados y representantes de 

comunidades, además la ST desconoce su participación en altos cargos de las 

instancias que reflejan su efectiva participación. Por otro lado, a ST no contó con 

información sobre la participación de la comunidad LGBTI en las instancias del 

PNIS, reflejando una ausencia de integralidad en la aplicación del enfoque de 

género en este punto.  Por otro lado, la Dirección de Sustitución de Cultivos Ilícitos 

ˈDSCIˈ comenz· la implementaci·n del proyecto óNegocios inclusivos con 

enfoque de g®neroô, en el cual se benefician a 600 mujeres recolectoras con 

modelos de agronegocios en los departamentos del Cauca, Caquetá, Meta y 

Putumayo. 

Con respecto al Capítulo Étnico, la ST señala que persiste el incumplimiento de 

incluir un enfoque étnico en el PNIS y que no se han firmado acuerdos colectivos 

de sustitución con comunidades étnicas. En cuanto a las alternativas de 

sustitución, la DSCI creó el tercer borrador de los Lineamientos étnicos para la 

implementación de una modalidad alternativa de sustitución de cultivos ilícitos en 

territorios colectivos o asociativos, bajo un enfoque diferencial étnico, de mujer, 

género, familia y generación. Luego de que el documento sea corregido por las 

comunidades étnicas, deberá ser aprobado por la Mesa Permanente de 

Concertación antes de que termine el 2022. En cuanto al subtema de prevención 

del consumo, pese a que el Capítulo Étnico no incluye ninguna salvaguarda en la 

materia, el Ministerio de Salud y Protección Social elaboró un lineamiento técnico 

para incorporar el enfoque diferencial para las comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales y palenqueras en las rutas de atención integral en salud 

para problemas relacionados con el consumo de SPA. Frente al Desminado 

Humanitario, la Oficina del Alto Comisionado para la paz informó que, a marzo del 

2022, había 200 resguardos indígenas y 11 consejos comunitarios sin sospecha 

de MAP, sin embargo, la ST identifica que ninguno de esos territorios corresponde 

a los señalados en el Capítulo Étnico. Además, la ST encontró diferencias en los 

resultados de desminado humanitario ya que, según la CPEC, el 100% de los 

territorios y comunidades étnicas se encuentran libres de MAP/MUSE en los 

territorios priorizados en el Capítulo Étnico, pero la IEANPE alertó que no ha sido 

posible garantizar la libre circulación de los pueblos étnicos, ya que no ha sido 

posible realizar acciones de desminado debido a las difíciles condiciones de 

seguridad de los territorios priorizados.  
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5. Víctimas  

El Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición ïSIVJRNRï 

está conformado por la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad ïCEVï, la 

Unidad de Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas ïUBPDï, la 

Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï, las Medidas de Reparación Integral a las 

víctimas del conflicto armado, al igual que por los Compromisos y Garantías en 

Derechos Humanos ïDDHHï. El A.F., por lo tanto, tiene como uno de sus ejes 

temáticos el derecho a la verdad y su realización, enmarcado en un modelo de 

justicia transicional adoptado en el Punto 5.  Con la publicación del Informe Final 

de la CEV, los primeros hallazgos de la UBPD y las recientes decisiones de la JEP 

cercanas al cierre de una fase dialógica de algunos de sus macro casos, la 

implementación del A.F avanza de cara a responder con el derecho a la verdad 

que reclaman, en particular, las víctimas del conflicto.  

En atención a este orden, la ST en este Undécimo Informe busca responder tres 

interrogantes:   

a. Cuáles son los principales avances del SIVJRNR en el cierre del 

período presidencial de Iván Duque Márquez en términos de verdad y justicia.  

b. Cuáles han sido los principales desafíos de la CEV para la publicación del 

Informe Final, sus recomendaciones y cuáles deben ser los próximos pasos para 

la apropiación social de su legado.  

c. Qué significa para la realización del derecho a la verdad de las víctimas las 

primeras audiencias de reconocimiento de los casos 01 y 03 de la JEP1, así 

como su impacto sobre las sanciones propias, la reparación integral y las 

garantías de no repetición. 
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En el marco del cierre de su mandato, la CEV presenta el Informe Final y sus 

recomendaciones en un contexto complejo de persistencia del conflicto armado, 

de amplia divergencia en las opiniones políticas entre los ciudadanos y de 

elevadas expectativas de las víctimas y las comunidades más afectadas por el 

conflicto en tanto que el informe de la CEV aborda las explicaciones de la 

persistencia del conflicto. Además, enfrenta serios desafíos para su socialización y 

la transferencia sobre su legado considerando el corto tiempo del que dispone y la 

trascendencia que tendrá la información compilada para el devenir en las próximas 

décadas. De la capacidad que tenga para dejar consolidada la red de aliados, 

escoger una entidad idónea para transferir los archivos, y los mecanismos que 

deje disponible para continuar en el mediano y largo plazo el proceso de difusión y 

discusión sobre la verdad dependerá el impacto del Informe Final de la CEV. A su 

vez, el trabajo que desarrolle el Comité de seguimiento a las recomendaciones, la 

entidad legataria y la sociedad civil, será fundamental para que el Legado de la 

CEV perdure en el tiempo y se convierta en baluarte para las transformaciones 

que se requieren hacer en el país y de manera particular para la no repetición. Por 

ello, la ST considera que la CEV continúa cumpliendo el mandato conferido por el 

A.F. Dada la ampliación temporal definida por la Corte Constitucional, se 

encuentra a tiempo y en correspondencia con las disposiciones del A.F.  

De otro lado, la JEP continúa desarrollando sus actividades anunciando la 

apertura de tres nuevos macro casos para un total de diez procesos abiertos y en 

investigación. Dos de ellos terminando ya la fase dialógica: el macro caso 01 y 03. 

No obstante, la JEP enfrenta serios desafíos relacionados con su capacidad para 

alcanzar los mayores aportes de verdad, sancionar a los mayores responsables de 

estos crímenes y vencer el escepticismo que aún existe en una parte importante 

de la ciudadanía sobre los beneficios de la justicia transicional. En este sentido, la 

ST seguirá manteniendo su calificación de cumplimiento, a tiempo y en 

correspondencia parcial, que ha sido reiterada en los informes de la ST de 

acuerdo a las modificaciones iniciales que se hicieron a la JEP y reconociendo que 

en el periodo estudiado no se presentan cambios o modificaciones al mandato o 

desconocimiento alguno del A.F.  
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La ST identifica al menos seis oportunidades de mejora en la atención de los 

compromisos referentes al SIVJRNR, especialmente en torno al derecho a la 

verdad: (i) brindar garantías para que el Informe Final de la CEV sea socializado y 

apropiado por la sociedad, (ii) incorporar las recomendaciones que se desprendan 

del trabajo de la CEV, (iii) mantener la autonomía e independencia del SIVJRNR, 

(iv) garantizar el presupuesto para el funcionamiento del SIVJRNR, (v) generar 

condiciones de seguridad a los actores en los procesos del SIVJRNR y (vi) 

avanzar en los procesos de reparación de las víctimas y articulación con las 

entidades nuevas del SIVJRNR.  

 

6. Implem entación, Verificación y Refrendación  

Este Punto establece las medidas necesarias para contribuir a la implementación 

del A.F. e incluye mecanismos de seguimiento, impulso y verificación. La ST 

registró que en el periodo de verificación de este informe, persisten algunas 

dificultades para el funcionamiento de la CSIVI, como el aplazamiento de las 

sesiones para los meses de abril y mayo del 2022. Pese a las dificultades que 

ocurren entre el componente Comunes y el componente del Gobierno Nacional en 

la Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación ˈCSIVIˈ, la ST señala como 

un avance que, en la sesión del 18 de mayo del 2022, la CSIVI adelantó las 

siguientes acciones que estaban pendientes: el nombramiento de las nuevas 

integrantes de la Alta Instancia Especial de Mujeres para el Enfoque de Género; la 

instalación de una mesa técnica para la revisión del Plan Marco de 

Implementaci·n ˈPMIˈ; la planeaci·n de un cronograma para una futura reuni·n 

con la IEANPE para recibir su informe sobre la implementación del Capítulo Étnico 

del A.F.; y la programación de una visita a finales de junio al ETCR Urías Rondón.  

Con respecto PMI, la ST señala que persiste el retraso en las revisiones anuales 

que debe hacer la CSIVI sobre el Plan, para actualizar y ajustar la planeación de la 

implementación, con el fin de que esté en plena correspondencia con los cambios 

territoriales, presupuestales e institucionales que se han presentado durante la 

implementación del A.F. Con respecto al SIIPO, la ST señala como un avance que 

fueron añadidas 63 fichas técnicas de los 94 indicadores que estaban pendientes 

por aprobación. Sin embargo, todavía está pendiente la aprobación de las 31 

fichas técnicas restantes. Asimismo, la ST señala que en otros indicadores, por 

ejemplo aquellos relacionados con el PNIS (4.1) y el Sistema Nacional de Atención 

a las Personas Consumidoras de Drogas Ilícitas (A.F. 4.2.1.2), los últimos dos 

gobiernos han presentado acciones relacionadas al cumplimiento de los 

indicadores a través de acciones que no están en correspondencia total con lo 

establecido en el A.F., o que pertenecen a la oferta usual de política social del 
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gobierno, o que no  han cumplido formalmente con la expedición de las políticas ni 

con la puesta en marcha de Programas. En cuanto a la información disponible en 

SIIPO la ST ha mencionado en diferentes ocasiones que el Sistema no permite 

hacer el seguimiento de la implementación a nivel territorial ya que, a pesar de que 

incluye una georreferenciación de indicadores con desagregación territorial, la 

herramienta no cuenta con información y su última actualización fue el 23 de junio 

de 2021. Esta dificultad persiste y evidencia que algunas herramientas del Sistema 

no están cumpliendo sus funciones de seguimiento a la implementación del A.F.  

La implementación de los Mecanismos Internacionales de Verificación ha 

cumplido con las funciones establecidas en el A.F., y dentro de los tiempos 

establecidos. Por su parte, la Misión de Verificación de las Naciones Unidas que 

inicialmente tenía una duración prevista de tres años, fue extendida en su tercera 

prórroga hasta el 31 de octubre del 2022. La Misión ha trabajado en su última 

prórroga para ejecutar su mandato de verificación del cumplimiento de las 

sanciones propias dictadas por la JEP. Por otra parte, la Oficina de la Alta 

Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ïOACNUDHï 

sigue incluyendo en sus informes anuales sobre los derechos humanos en 

Colombia la situación de la implementación del A.F. En el último informe hizo 

énfasis en los esfuerzos necesarios para: implementar la RRI; garantizar el 

derecho al territorio y a la consulta previa de los pueblos étnicos; avanzar e 

implementar una jurisdicción agraria y en la distribución y entrega de tierras; 

fortalecer las garantías de seguridad; y apoyar las instituciones del SIVJRNR.  

Asimismo, la ST de Verificación del Componente Internacional establecida en el 

2017 y compuesta por el CINEP/PPP y CERAC, ha operado gracias al apoyo del 

Fondo Multidonante, y a la fecha ha elaborado once Informes de Verificación, seis 

informes de verificación sobre el enfoque de género, tres informes sobre el 

enfoque étnico y un Informe regional de verificación de la implementación del A.F 

en Colombia en las 16 zonas PDET. Como lo establece el A.F. (6.4.1) la 

financiación de la comunidad internacional para la ST ha permitido su 

funcionamiento en cumplimiento completo y oportuno de este compromiso. 

Finalmente, la ST ha recibido parcialmente información útil de manera periódica y 

oportuna del apoyo técnico de las instancias que componen el Componente 

Internacional de Verificación de la CSIVI, como lo establece el A.F. (6.3.2). 

En cuanto al Componente de Acompañamiento Internacional, la ST señala 

como un avance que la Cancillería firmó el octavo protocolo de la Misión de 

Acompañamiento al Proceso de Paz de la OEA que amplía el mandato de la 

Misión por tres años más. Además, en el primer trimestre del 2022, acompañantes 



 
 
 
 
 

Undécimo  informe de verificación de la implementación del Acuerdo Final  de Paz - 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCERACðCINEPð  

Esta versión 1 de agosto  de 20 22 

21 

internacionales y distintas entidades del Gobierno realizaron 115 espacios de 

interlocución entre los acompañantes internacionales y entidades de orden 

nacional. En este sentido, la ST señala que esta disposición ha presentado 

distintos avances y se ha cumplido de manera oportuna. No obstante, la ST señala 

que no se cuenta con información en materia de resultados de este 

acompañamiento que muestre si en la gestión de la implementación ha sido 

incorporado de forma activa, aprovechando el potencial de cooperación 

internacional para el impulso de la implementación. 

Con respecto a las Herramientas de Difusión y Comunicación, la ST reconoce 

que su cumplimiento ha sido en correspondencia con lo establecido en el A.F. y de 

manera oportuna. Las herramientas de comunicación del espacio en la televisión 

institucional y la estrategia de redes sociales ya culminaron su proceso de 

implementación y está pendiente por finalizar la puesta en marcha de las 20 

emisoras de paz que deben estar listas para 2026, de las cuales han sido puestas 

en funcionamiento 12. La ST señala como un avance que en febrero empezó el 

funcionamiento de la emisora en Mesetas, Meta, siendo esta la número 12 que 

empezó operaciones. Además, la CSIVI aprobó cuatro emisoras más para que 

entren en operación antes de que acabe el 2022. Una vez esas emisoras sean 

instaladas, estarían pendientes por aprobación 4 emisoras para que el 

cumplimiento sea total.  

En materia de implementación normativa, la ST encuentra que persisten 

pendientes prioritarios y los avances son limitados: a mayo de 2022, el Congreso 

ha expedido 72 normas, de las cuales seis han sido durante el periodo de 

Gobierno 2018-2022, y que corresponden a: i) Ley 1957 de 2019 (Ley estatutaria 

de la JEP); ii) el cambio de adscripción de la Agencia de Renovación del Territorio 

a la Presidencia de la República; iii) reglamentación del catastro multipropósito 

que no fue expedido mediante ley pero fue regulado en la Ley 1955 de 2019 (Plan 

Nacional de Desarrollo); iv) Ley 2033 de 2020 (transporte escolar rural);  v) Ley 

2155 de 2021 (inversión social y se dictan otras disposiciones; y vi) Ley 2221 de 

2021 sobre servicio social PDET.  

Sobre el compromiso de financiación, la ST verificó que, si bien los recursos han 

tenido un crecimiento anual desde la firma del A.F, solo en el 2021 se cumplió con 

lo proyectado en el MFMP, dada la aceleración de la financiación en ese año, 

siendo el de mayor apropiación de recursos. La ST encontró que persisten 

algunos riesgos en la financiación, en algunas de las fuentes definidas en el PMI. 

El principal riesgo es que continúan pendientes las reformas normativas en la ley 

715 de 2001 del SGP, y la Ley 152 de 1994, para transferir competencias y 
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recursos a las entidades territoriales, como lo mencionó esta ST en su informe 

territorial (2022). Teniendo en cuenta que el A.F. estableci· que ñlas normas y 

medidas necesarias para la implementación y verificación de los acuerdos, 

incluyendo lo relativo a normas de financiaci·nò (A.F., 2016, p.203) son una 

prioridad normativa y deben tramitarse ñde forma prioritaria y urgenteò (A.F., 2016, 

p.200), el atraso en este compromiso es un no cumplimiento de las disposiciones 

mencionadas y pone en riesgo de desfinanciación a la implementación del A.F., 

puesto que, el SGP y las entidades territoriales, tienen a cargo el 33,5% de la 

financiación del A.F. 

Además la ST encontró los siguientes riesgos de financiación respecto a los 

recursos provenientes del Sistema General de Regalías, aprobados por el OCAD 

Paz: i) debilidad en la focalización y priorización de los recursos financiados por 

medio del OCAD Paz; ii) riesgo de uso indebido de los recursos públicos 

provenientes de Regalías y de su desviación para ser apropiados ilegalmente por 

agentes privados y públicos, según las denuncias de presunta comisión de delitos 

durante su asignación; iii) desfinanciación futura de la implementación por la 

fuente del Sistema General de Regalías debido a que las vigencias de las cuales 

se adelantaron recursos para el ñAdelanto Pazò, tendr§n una disponibilidad de 

recursos del 31% de lo que tenían asignado inicialmente. 

En relación al enfoque de género, la ST hace un llamado sobre qué persiste la 

asignación presupuestal marginal para este enfoque. Según la Contraloría, de 

2020 a 2021, hubo una reducción presupuestal de 97% en los recursos asignados 

para este enfoque, sin embargo, los datos asociados a las asignaciones 

presupuestales desagregadas por las entidades con compromisos en la 

implementación del enfoque no son claros. Frente a la transversalidad del 

enfoque, la ST resalta la alta apropiación de recursos para la implementación del 

enfoque en el punto 4, especialmente para el PNIS, sin embargo, persiste la 

ausencia de recursos para la implementación del enfoque en temas de seguridad, 

participación política y mecanismos de implementación verificación y seguimiento 

con respecto a la vigencia de 2020 (alrededor del 1% para los tres puntos 

anteriores). Con respecto al seguimiento de la implementación del enfoque, la ST 

reitera que aún hay dificultades en la desagregación de los datos y en la forma de 

medir el avance de los indicadores, lo que no permite dar cuenta de cómo avanza 

la transversalización en comunidades con identidades de género u orientaciones 

sexuales diversas y con su pertenencia étnica. En la mayoría de los reportes, 

persiste la identificación de mujeres como principales beneficiarias y no son 

incluidas las comunidades con orientación sexual e identidad de género diversa.  
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Frente al Capítulo Étnico, la ST reconoce como un avance la reunión del 8 de 

octubre del 2021, entre la Consejera Presidencial para los Derechos Humanos, 

funcionarios de la CPEC, y los integrantes de la IEANPE, en donde socializaron el 

documento diagnóstico para incluir un Capítulo Étnico en el Plan Nacional de 

Derechos Humanos, que ya fue entregado a las instancias étnicas para establecer 

un plan de trabajo. En cuanto al trabajo que ha llevado a cabo la IANPE, la ST 

identificó que no ha habido un trabajo conjunto entre la CSIVI y la IEANPE; la Alta 

Instancia señaló su preocupación frente a las funciones de la CSIVI en torno a la 

verificación de la implementación del Capítulo Étnico debido a un nulo desarrollo 

de comisiones tem§ticas y territoriales. En cuanto a los indicadores y metas 

trazadoras del PMI correspondientes a este enfoque, la ST señala que no se 

presentan avances, e identifica como un no cumplimiento que la CSIVI no ha 

producido ningún informe sobre la implementación del Capítulo Étnico. En cuanto 

a la financiación, el Fondo Multidonante de la ONU destinó más de 3.6 millones de 

dólares para financiar distintas disposiciones del A.F., entre ellas la IEANPE. Pese 

a esto, la ST reconoce como un obstáculo la ausencia de un ítem étnico en el 

trazador presupuestal de paz, lo que dificulta el seguimiento de la implementación 

del Capítulo.  
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Punto  1 ð Reforma Rural Integral  

1. Presentación  

El punto 1 del Acuerdo Final de Paz ïA.F.ï establece una serie de medidas dirigidas 

a (i) resolver problemas de acceso, distribución, ordenamiento de tierras y conflictos 

socioambientales; (ii) garantizar derechos a poblaciones rurales y su acceso a la 

justicia; (iii) mejorar la productividad y la integración con las áreas urbanas haciendo 

hincapié en la promoción de la economía campesina y (iv) establecer planes de 

desarrollo territorial en zonas especialmente afectadas por el conflicto, la pobreza, 

las economías ilegales y la debilidad institucional. Para cumplir con estos objetivos, 

la Reforma Rural Integral ïRRIï plantea tres grandes temas: (1.1) Acceso y uso de 

la tierra, (1.2) Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï y (1.3) 

Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral ïPNRRIï. Cada uno de estos 

temas incluye medidas específicas para los pueblos étnicos y las mujeres rurales, 

así como la búsqueda de la implementación transversal de los enfoques territorial, 

reparador, étnico y de género en las políticas públicas que los desarrollen. 

Para este informe, la ST estableció como prioridad hacer un balance de los 

principales avances en la implementación de los PDET y PNRRI, atendiendo 

particularmente los eventos de implementación posteriores al periodo que cubrió el 

pasado informe 10º de verificación, publicado en octubre de 2021. Los dos 

subtemas representan temas importantes para el nuevo gobierno pues, de acuerdo 

con el A.F. (1.2.3), el Plan Nacional de Desarrollo ïPNDï acogerá las prioridades y 

metas de los PDET y, además, los PNRRI pueden potenciar la actuación sectorial e 

intersectorial en asuntos de infraestructura y adecuación de tierras, desarrollo social, 

producción agropecuaria, economía solidaria y cooperativa, y derecho a la 

alimentación.  

De acuerdo con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística ïDANEï 

(2022) en 2021 el 28,7% de la población de los municipios PDET se encontraba en 

situación de pobreza multidimensional, con una diferencia importante frente al total 

nacional que se ubicaba en 16,0%. Sin embargo, la pobreza multidimensional en las 

subregiones PDET tuvo una reducción en 2022 de 4,2% frente al 2020. Las brechas 

dentro de estos mismos municipios incrementan cuando incluyen una amplia 

ruralidad, pues existe una diferencia de casi 17 puntos porcentuales entre 

cabeceras municipales (21,7%) y centros poblados y rural disperso (38,2%). Estos 

datos muestran la relevancia de los PDET como instrumento de transformación 

estructural que busca, entre otros propósitos, mejorar el bienestar de la población 

rural y la convergencia de la calidad de vida en el campo y la ciudad (A.F. 1.2.1). 

Este es hasta ahora el subtema de la Reforma Rural Integral que cuenta con 

mayores avances. Al comienzo de la implementación del A.F. se estableció que en 

170 municipios de 16 subregiones se desarrollarían los PDET y, entre agosto de 

2018 y febrero de 2019, se concluyeron los Planes de Acción para la 
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Transformación Regional ïPATRï registrando 32.808 iniciativas concertadas con 

actores sociales e institucionales, de las cuales el 25% (8.381) tienen etiqueta 

propia étnica y el 14% (4.606) tienen marcación de género y mujer rural. 

Posteriormente se inició el proceso de implementación de las iniciativas y la 

construcción de las Hojas de Ruta Única ïHRUï: entre el décimo y undécimo 

informe de esta ST, se publicaron nueve HRU (Urabá Antioqueño; Bajo Cauca y 

Nordeste Antioqueño; Pacífico y Frontera Nariñense; Macarena Guaviare; Cuenca 

del Caguán y Piedemonte Antioqueño; Arauca; Sierra Nevada - Perijá y Zona 

Bananera; Alto Patía y Norte del Cauca; Sur del Tolima), faltando únicamente la 

Hoja de Ruta de Pacífico Medio para llegar al total de las 16 subregiones con este 

instrumento. 

Los PNRRI buscan la superación de la pobreza en el campo, la disminución de la 

desigualdad y la creación de una tendencia hacia la convergencia en mejores 

niveles de vida en la ciudad y en el campo. De los 16 planes acordados en el A.F, 

se han adoptado cuatro PNRRI1 y dos se encuentran en cierre técnico2 (mayo de 

2022). Esto, no obstante, resulta luego de un periodo de considerables retrasos que 

disminuyó las posibilidades de articulación de la política sectorial con el proceso de 

planificación PDET, el PND 2018-2022 del gobierno Duque y la construcción de las 

HRU. 

 

2. Análisis  

2.1.  Programas de Desarrollo con Enfoque  Territori al ðPDETð   

Los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial ïPDETï son un instrumento 

de planificación y gestión que tienen como objetivo principal lograr la transformación 

estructural del campo y el ámbito rural con el propósito de equilibrar las condiciones 

para el campo y la ciudad (A.F. 1.2.1.).  

Para tales propósitos se identificaron en el artículo 3 del Decreto 893 de 2017 un 

total de 170 municipios y 16 zonas PDET por priorizar, bajo los criterios 

consagrados en el A.F. (1.2.2) ïniveles de pobreza, grado de afectación derivado 

del conflicto, debilidad institucional y presencia de cultivos de uso ilícito. Cada zona 

construyó de manera participativa un Plan de Acción para la Transformación 

Regional ïPATRï (A.F. 1.2.3) que incluye (i) el enfoque territorial de las 

comunidades y (ii) un diagnóstico objetivo elaborado con la participación de las 

comunidades.  

 
1 Plan de Formalización Masiva de la Propiedad Rural, el Plan de Zonificación Ambiental, el Plan 
Especial de Educación Rural y el Plan Nacional de Asistencia Integral Técnica, Tecnológica y de 
Impulso a la Investigación. 
2 Sistema para la Garantía del Derecho Progresivo a la Alimentación y el Plan Nacional de Salud 
Rural. 
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Los PATR distribuyeron en ocho pilares3 la elaboración de 32.808 iniciativas, 

construidas por aproximadamente 220.000 habitantes de espacios veredales, 

municipales y subregionales como un mecanismo para promover la participación y 

la articulación entre sociedad civil y la institucionalidad; elementos transversales del 

A.F.  

Bajo este contexto y pasados más de cinco años de implementación del A.F., la ST 

identificó que el compromiso de los PDET (1.2) ha impulsado el mayor avance frente 

al resto de compromisos (1.1. y 1.3.) en el marco del punto 1 para la Reforma Rural 

Integral. De cara al cierre del gobierno de Iván Duque, hay retos y oportunidades de 

mejoramiento para su implementación que deberá asumir el nuevo gobierno 

nacional.   

A continuación, se dividirá el análisis en dos secciones. En la primera se identifican 

algunas de las estrategias de planeación para la implementación que ha 

incorporado el gobierno Duque (2018-2022) en la estrategia ñNaci·n Territorioò, en 

la pol²tica ñPaz con Legalidadò y en la implementaci·n de las iniciativas con ruta 

activada y énfasis en los proyectos de inversión: las estrategias de movilización de 

iniciativas a corto plazo y las Hojas de Ruta a largo plazo. En la segunda sección, se 

detallará cómo ha sido el gasto de la implementación según las fuentes de 

financiación disponibles para movilizar las iniciativas PDET.  

 

2.1.1.  Planeación a corto plazo: Estrategia Nación Territorio  

Frente a la gestión a corto plazo, la Agencia de Renovación del Territorio ïARTï 

diseñó la estrategia Nación Territorio que tiene como objetivo principal articular el 

gobierno nacional con los gobiernos locales e incluir a otros actores estratégicos 

como la cooperación internacional y el sector privado (CPEC, 2022b, p. 11) para 

aunar esfuerzos en la materialización de las iniciativas e implementación de los 

PDET.  

La metodología implementada en esta estrategia considera dos escenarios de 

coordinación:  

1. Sesiones institucionales: espacios presididos por el Consejero Presidencial 

para la Estabilización y la Consolidación a los cuales asisten alcaldes, 

 
3 1. Ordenamiento social de la propiedad rural y uso del suelo; 2. Infraestructura y adecuación de 

tierras; 3. Salud rural; 4. Educación rural y primera infancia rural; 5. Vivienda rural, agua potable y 

saneamiento básico rural; 6. Reactivación económica y producción agropecuaria; 7. Sistema 

progresivo para la garantía del Derecho a la alimentación; y 8. Reconciliación, convivencia y 

construcción de paz.  
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gobernadores, líderes de mesa, moderadores de las entidades nacionales y 

la ART como secretaría técnica (CPEC, 2022b, p. 11)4.  

2. Mesas de impulso y mesas bilaterales: escenarios técnicos donde se hace 

seguimiento, por cada uno de los pilares, con toda la institucionalidad 

encargada del sector a los planes de trabajo5 y los proyectos en los que se 

identifican los cuellos de botella específicos (CPEC, 2022b, p. 11)6.  

De acuerdo con la ART, ante la debilidad institucional de los municipios PDET se vio 

la necesidad de crear espacios de diálogo permanente con los gobiernos de distinto 

nivel territorial, así como la necesidad de organizar la planeación a favor de la 

movilización del PDET (ART, 2022). También se destacó que uno de los impactos 

más importantes de esta estrategia, además de la concertación de los planes de 

trabajo bianuales por oferta institucional, fue la inclusión 11.913 iniciativas en los 

Planes de Desarrollo del nivel Territorial ïPDTï, municipales y departamentales; de 

las cuales 2.417 (20%) son iniciativas propias étnicas y 1.589 (13%) cuentan con 

enfoque de género y mujer rural7. No obstante, la ST no encontró información sobre 

los criterios con los que se incluyeron las 11.913 iniciativas PDET en estos planes 

territoriales y la forma en que comunidades y organizaciones sociales participaron 

de este proceso. 

Adicionalmente, se resaltó la adopción de 170 acuerdos municipales y 18 

ordenanzas departamentales que materializarían iniciativas PDET (ART, 2022b). 

Según el gobierno nacional se destaca la voluntad institucional de los niveles locales 

para incidir en la gestión del PDET. Por ahora, en términos generales se trata de 

metas establecidas en los PDT; el éxito de su inclusión podrá medirse en el número 

de iniciativas con ruta de implementación activa que hasta la fecha son muy pocas8. 

La ST resalta que, como resultado de esta estrategia, se ha alcanzado la inclusión 

de iniciativas PDET en la planificación territorial y se cuenta con unos planes de 
 

4 ñDesde el a¶o 2019 con fecha de corte de 28 febrero de 2022, se han llevado a cabo 151 espacios. 

Se ha contado con la participación de las 19 gobernaciones, los alcaldes de los 170 municipios PDET 

con sus equipos de gobierno, 55 entidades del orden nacional, funcionarios de las organizaciones de 

cooperación internacional y representantes del sector privado. En este espacio subregional se 

presentan los avances del Plan de Trabajo 2022-2023 por pilar y los proyectos all²Ӣ contenidos (CPEC, 

2022b, p.11).  
5 Son una herramienta donde se compilan las acciones pactadas en las mesas de impulso por los 

actores para implementar las iniciativas PDET, así como el barrido de proyectos identificados en 

cada subregión, los cuales aportan al cumplimiento de las iniciativas de los PDET establecidas en los 

PATR. En los planes de trabajo 2022-2023 fueron incluidos 6.956 proyectos (CPEC, 2022b, p.12).    
6 Desde el 2020 con fecha de corte de 28 de febrero se han realizado 1.710 mesas de impulso 

(CPEC, 2022b, p.11).   
7 El A.F. consideró en el punto 1.2.3 la inclusión de las prioridades y metas de los PDET en el Plan 
Nacional de Desarrollo. Sin embargo, según lo mencionado por la ART (2022) se vio la necesidad de 
articular la planeación territorial con la nacional para obtener mayor impacto mediante la Estrategia 
Nación Territorio, por lo cual fueron integradas iniciativas PDET en los Planes de Desarrollo 
Territorial. 
8 Esto se detallará más adelante en el informe. 
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trabajo construidos desde la institucionalidad para la movilización de iniciativas en el 

corto plazo. No obstante, a pesar del espíritu comunitario y participativo del A.F. 

(1.2.3 y 6.2.3b) no se evidencia una participación directa y efectiva de las 

comunidades en la construcción de los planes de trabajo ni en los escenarios de 

diálogo permanente: sesiones institucionales y mesas de impulso9. En diálogos con 

la ART se mencionó que los Grupos Motor y Mecanismos Especiales de Consulta ï

MECï participan de forma indirecta a través de la estrategia de círculos de 

información y reuniones de socialización sobre avances en la implementación de los 

PDET.  

Así, los resultados de esta estrategia se deben materializar en la movilización de 

iniciativas PDET que puede encontrarse numéricamente en la activación de las 

iniciativas mediante rutas de implementación activa. Sin embargo, la Procuraduría 

General de la Nación ïPGNï menciona que ñno hay forma de corroborar c·mo los 

compromisos de las sesiones institucionales y mesas de impulso están siendo 

registradas en las trayectorias de implementación de las iniciativas (2021a, p. 101). 

Ante esta dificultad, la ST considera que se debe revisar si este esfuerzo 

presupuestal e interinstitucional tiene un impacto real o no en la movilización de las 

iniciativas, más allá del número de reuniones realizadas y el número de entidades 

citadas a los espacios. 

Pese a lo anterior, para la ST es importante mostrar cómo va la implementación de 

las iniciativas en concreto, aun cuando no hay evidencia directa del impacto de la 

Estrategia Nación Territorio en la activación de las rutas de implementación de las 

iniciativas.  

En el Décimo Informe (STCVI, 2021c) la ST revisó las iniciativas con ruta de 

implementación activa que incluían tanto gestiones como proyectos de inversión.  

Para este informe, se focalizará el análisis en aquellas iniciativas que tienen 

asociados proyectos de inversión con el propósito de observar los avances 

significativos para el cambio de gobierno.   

A 30 de abril de 2022, se tiene que el total de iniciativas que cuentan con ruta de 

implementación activa a través de proyectos de inversión (6.896) es el 21% del total 

de iniciativas de los PATR; de las cuales el 7% (464) son de tipo subregional y el 

resto municipales. Considerando el tiempo transcurrido desde la firma del A.F. y 

desde la adopción de los PATR, el porcentaje de iniciativas movilizadas a través de 

proyectos de inversión sigue siendo bajo, por lo que se requiere aumentar los 

 
9 Sobre este punto, la Procuraduría (PGN, 2021a) y la Fundación Ideas para la Paz coinciden en la 

necesidad de articular los mecanismos de participación comunitarios con la estrategia Nación 

Territorio que ñordena y dinamizaò la implementaci·n del PDET (FIP, 2022, p.23), en los que también 

se vea reflejada la visión de las comunidades sobre la implementación.   
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esfuerzos para que las iniciativas cuenten con una ruta específica de 

implementación y con acciones concretas que permitan su materialización en los 

territorios. 

 

Gráfico 1. Número de iniciativas con ruta de implementación activa a través de 

proyectos de inversión por pilar (30 de abril de 2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

En el análisis de las iniciativas con ruta de implementación activa por pilar (Gráfico 

1) se presenta una movilización con retrasos de los pilares de Ordenamiento social 

de la propiedad y uso del suelo (avance del 5,6%); Salud rural (4,6%); Sistema 

progresivo para la garantía del derecho a la alimentación (6%) y Reconciliación, 

convivencia y construcción de paz (9%). Estos son los pilares más rezagados y 

representan un desbalance frente a la implementación integral del A.F. En contraste, 

se observa un avance mucho mayor para el pilar de Infraestructura y adecuación de 

tierras con el 73% del total de iniciativas movilizadas, lo que muestra un mayor 

énfasis del Gobierno vigente en la movilización de iniciativas PDET en el pilar 2 a 

través de obras que son importantes pero que su inversión debería guardar mayor 

proporcionalidad con el resto de los pilares para una implementación integral. 
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Gráfico 2. Número de iniciativas con ruta de implementación activa a través de 

proyectos de inversión por subregión (30 de abril de 2022)  

  

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

Las iniciativas con ruta de implementación activa por subregión (Gráfico 2) registran 

un avance diferenciado, pero inferior al que existe por pilares. Así, la subregión de 

Sierra Nevada-Perijá (38%) es la más avanzada frente a la implementación, luego le 

sigue Macarena-Guaviare (31%) y Catatumbo (28,5%). En contraste, las 

subregiones más rezagadas son Pacífico Medio (13%) y Arauca (14%).   

Por otro lado, el enfoque étnico en el universo de iniciativas con ruta de 

implementación activada (6.896) muestra que el 9% de los proyectos de inversión 
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están asociados a iniciativas propias étnicas, el 32% a comunes étnicas10 y la 

mayoría de las iniciativas asociadas a proyectos están enfocadas hacia población 

considerada como no étnica con un 59% (Gráfico 3).  

Frente al avance de estas iniciativas respecto del total de iniciativas de los PATR, 

sólo se ha movilizado el 7% de las iniciativas propias étnicas, el 24% de las 

iniciativas comunes étnicas y 27% de las no étnicas. Dichos porcentajes muestran 

un retraso en la implementación de las iniciativas construidas para beneficiar a la 

población indígena y Negra Afrocolombiana Raizal y Palenquera ïNARPï.  

 

Gráfico 3. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos con 

etiqueta étnica y total de iniciativas PATR (30 de abril de 2022) 

 

Fuente: CPEC (2022c). 

En el enfoque de género y mujer rural, la ST también encontró un atraso significativo 

en la implementación: sólo el 11% del universo de iniciativas activadas pertenecen 

al grupo que tiene la etiqueta de género y mujer rural (Gráfico 4). Por lo tanto, a 30 

de abril de 2022, el avance total de iniciativas que tienen etiqueta de género y mujer 

rural en los PATR (4.606), ha sido del 16%; ritmo de implementación que sigue 

siendo bajo. 

 
10 La Agencia de Renovación del Territorio hace una distinción de etiqueta de las iniciativas de la 

siguiente manera: i. Iniciativas Propias étnicas son aquellas que benefician únicamente a la población 

indígena o afrodescendiente, ii. Iniciativas comunes étnicas: están diseñadas para beneficiar a la 

población campesina y étnica, iii. Iniciativas no étnicas: aquellas que impactan únicamente a la 

población campesina.  
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Gráfico 4. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos con 

etiqueta de género y mujer rural en PATR (30 de abril de 2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

Desde otra perspectiva, la ST también analizó cuántas iniciativas con ruta activada 

se encontraban en los PDT; de manera que se verifique el éxito de su inclusión 

mencionada por el Gobierno Nacional y el impacto frente la movilización de estas 

(Gráfico 5). 

 

Gráfico 5. Iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

incluidas en Planes de Desarrollo Territorial (30 de abril de 2022)  

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

A 30 de abril de 2022, se puede observar que de las 11.913 iniciativas incluidas en 

los PDT, solo el 34% (4.119) cuentan con ruta activa, el 10% (425) tienen etiqueta 

de género y mujer rural y 7% (297) son propias étnicas. Estos porcentajes son muy 

bajos considerando el poco tiempo que le queda a las administraciones locales para 

terminar sus periodos de gobierno (octubre de 2023). En otras palabras, menos de 

un año y medio disponen los gobiernos locales para implementar el 66% (7.794) de 



 
 
 
 
 

Undécimo  informe d e verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz - 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCINEPð  

Esta versión  1 de agosto de 2022  

10 

las iniciativas que aún no cuentan con ruta de implementación. Para la ST el éxito 

de la inclusión de las iniciativas PDET en los PDT, todavía no se ha visto reflejado 

de la misma manera en cuanto a su movilización. Tampoco se observa una 

inclusión significativa de los enfoques diferenciales en lo que quedó plasmado en los 

PDT. 

Para culminar con el análisis de aquellas iniciativas que tienen ruta de 

implementación activa (6.896) se analizarán a continuación las principales fuentes y 

mecanismos de financiación que han contribuido a su movilización. Para tal 

propósito, la ST revisó el número de proyectos movilizados considerando cada una 

de las fuentes y mecanismos de financiación identificadas (Gráfico 6) (CPEC, 

2022C)11; siendo el Sistema General de Regalías ïOCAD PAZï la movilizadora del 

58% de la implementación hasta la fecha, luego el mecanismo de obras PDET con 

el 30% y la estructuración a cargo de la ART con el 3,4%.  

 

Gráfico 6. Fuentes y mecanismos de financiación para la movilización de iniciativas 

con ruta de implementación activa a través de proyectos de inversión (30 de abril de 

2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

 
11 La ST encontró que existen diferencias entre las cifras reportadas en los documentos oficiales 

sobre el avance por fuente de financiación, hay unos resultados en las cifras de la página oficial de la 

Agencia de Renovación del Territorio para reportar la información: 

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/ y lo reportado mediante comunicación directa con la 

entidad.  

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/
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Si bien las iniciativas con ruta de implementación activa demuestran un grado de 

avance de los proyectos, esto no quiere decir que ya se cuente con la culminación 

exitosa del proyecto planteado. Resulta fundamental determinar en qué estado se 

encuentra la implementación mencionada para poder identificar los cuellos de 

botella que requieren ser superados para la culminación exitosa de los proyectos 

que impactarán los territorios PDET (Gráfico 7).  

Hasta el 30 de abril de 2022, frente al 21% (6.896) de iniciativas que tienen ruta de 

implementación activa, el 30% (2.051) de los proyectos están terminados, el 17% 

(1.197) en ejecución, mientras que el 45% (3.095) se encuentra estructurado (sin 

fuente de financiación). Esta última cifra es significativa porque (i) señala que se ha 

logrado invertir recursos en la estructuración y (ii) muestra que se requiere un 

esfuerzo mayor en la búsqueda de fuente de financiación para alcanzar la 

materialización de los proyectos.  

Gráfico 7. Estado iniciativas con ruta de implementación activa a través de proyectos 

(30 de abril de 2022) 

 

Fuente: Elaboración propia con base en CPEC (2022c). 

 

2.1.2.   Planeación a largo plazo: Hoja de Ruta ðHRUð 

Por otro lado, desde la perspectiva de la planeación a largo plazo, el Gobierno 

Nacional estableció a la HRU como el principal instrumento de implementación del 

PDET que, a su vez, debía integrar los distintos planes tanto nacionales como 

territoriales para cada una de las zonas12. Sin embargo, en la práctica, debido a los 

 
12 Se pretendía una articulación entre los Planes Nacionales Sectoriales -PNS- (Planes Nacionales 

para la Reforma Rural Integral-PNRRI), Planes Integrales de Sustitución y Desarrollo Alternativo -

PISDA-, Planes Integrales de Reparación Colectiva -PIRC-, Plan Marco de Implementación -PMI-, 

planes territoriales de desarrollo y planes de las Zonas Estratégicas de Intervención -ZEII-.  
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diferentes ritmos de la implementación del punto 1 del A.F, la articulación entre los 

PNRRI y los PDET ha sido muy baja porque la adopción de estos PNRRI ha tenido 

retrasos y el ritmo de la implementación del PDET, por el contrario, ha avanzado a 

un ritmo mayor.  

La PGN en su último informe también profundizó en la ausencia de articulación 

respecto de todos los planes (2021a). Por lo tanto, recomienda a la ART fortalecer la 

articulación con otras agendas de planeación en el marco de la HRU; de manera 

que se complementen escenarios que tiene la Estrategia Nación Territorio, los 

PNRRI, con los planes de trabajo para impulsar la oferta institucional. Lo anterior 

podría ser evaluado de cara a la revisión de los PATR que plantea el Decreto 893 

de 2017 a los cinco años de implementación, pues se encuentran formulados y en 

marcha, por lo que sería una ventana de oportunidad para corregir los ritmos 

diferenciales entre los subpuntos del punto 1.  

Respecto a la elaboración de las HRU, la ST en los informes Octavo, Noveno y 

Décimo (STCVI, 2021a, STCVI, 2021b y STCVI, 2021c) hizo el recuento del proceso 

de construcción metodológica y las debilidades que desde su diseño esta ha tenido, 

especialmente, desde el componente de la participación comunitaria del proceso. 

Asimismo, se hizo el análisis de las iniciativas detonantes y dinamizadoras incluidas 

en cada uno de los pilares en siete HRU que hasta la fecha habían avanzado.  

Para este informe y con fecha de corte de febrero de 2022, se han finalizado los 

procesos de validación territorial y construcción participativa de 15 de las 16 

subregiones PDET13 quedando rezagada la subregión de Pacífico Medio, la cual 

según CPEC (2022a) está preparándose para la fase 3 del proceso. La ST resalta 

así las ocho hojas de ruta publicadas desde el informe décimo (diciembre de 2021). 

 

 
13 ñA la fecha se han finalizado los procesos de validación territorial y construcción participativa de las 

Hojas de Ruta de las subregiones Catatumbo, Sur de Bolívar, Sur de Córdoba, Putumayo, Montes de 

María, Choc·, Pacífico y Frontera Nariñense, Bajo Cauca y Nordeste Antioqueño, Sur de Tolima, 

Urab§Ӣ Antioqueño, Cuenca del Caguán y Piedemonte Caqueteño, Arauca, Alto Pat²a y Norte del 

Cauca y Sierra Nevada Perij§Ӣ Zona Bananera, Macarena - Guaviare. En estos procesos se cont·Ӣ con 

la participación de más de 3.500 actores, entre los cuales se destacan los delegados de los Grupos 

Motor, autoridades étnicas pertenecientes al Mecanismo Especial de Consulta (MEC), representantes 

de organizaciones de mujeres, delegados de víctimas, delegados PNIS, población en 

reincorporación, gobiernos locales, entidades con presencia en territorio, entre otros actores. Por su 

parte, la Hoja de Ruta de la subregión Pacífico Medio se encuentra en proceso de construcción con 

los actores territoriales con quienes se han adelantado diálogos preparatorios con el fin de presentar 

y retroalimentar la metodolog²a general y ambientar el espacio de construcci·n participativaò (CPEC, 

2022a, p. 17). 
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Tabla 1. Número de iniciativas municipales y subregionales detonantes y 

dinamizadoras en la HRU14 

Subregión  Pilar 1 Pilar 2 Pilar 3 Pilar 4 Pilar 5 Pilar 6 Pilar 7 Pilar 8 Total 

Alto Patía y 

Norte del 

Cauca 

86 97 48 98 86 143 27 74 659 

Arauca 12 21 11 8 23 39 1 6 121 

Bajo Cauca 

y Nordeste 

Antioqueño 

45 78 25 35 50 75 12 35 355 

Catatumbo 23 55 15 30 33 65 0 18 239 

Chocó 27 94 35 28 57 102 5 32 380 

Cuenca 

Caguán y 

Piedemonte 

Caqueteño 

59 68 48 60 53 124 11 38 461 

Macarena 

Guaviare 
57 59 42 29 65 63 9 35 359 

Montes de 

María 
56 63 33 66 55 77 6 51 407 

Pacífico y 

Frontera 

Nariñense  

15 50 28 48 25 85 15 36 302 

Putumayo 48 40 10 12 43 117 6 15 291 

Sierra 

Nevada-

Perijá 

64 57 37 63 51 77 16 60 425 

Sur de 

Bolívar 
27 33 14 29 28 40 5 16 192 

Sur de 

Córdoba 
19 33 5 16 15 42 8 8 146 

Sur de 

Tolima 
15 22 8 16 20 24 2 13 120 

Urabá 19 40 16 35 38 51 4 22 225 

 
14 La información que utilizó la ST proviene de la plataforma de central PDET, como fuente oficial y 
pública de la entidad. Sin embargo, se evidenció que hay una diferencia frente al número de 
iniciativas detonantes y dinamizadoras que se exponen en documentos de gestión de la Consejería 
Presidencial para la Estabilización y entre central PDET. Así, se decidió trabajar con la fuente de 
central PDET que tiene la información discriminada por subregión.  
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Total 572 810 375 573 642 1124 127 459 4.682 

Fuente: Elaboración propia con datos de CPEC (2022). 

Hasta la fecha se reporta que el 14% (4.682) de todas las iniciativas de los PATR 

han sido priorizadas como iniciativas detonantes y dinamizadoras, de las cuales el 

21% (991) cuentan con etiqueta de género, 22& (1.040) son propias étnicas y  30% 

(1.400) son comunes étnicas.   

De esas 4.682 iniciativas seleccionadas, sólo se encuentra el 26% (1.257) con ruta 

de implementación activa a través de proyectos de inversión. Y de las iniciativas 

incluidas en PDT (Gráfico 8), sólo el 12.4% (584) quedaron incluidas en las HRU.  

Gráfico 8. Análisis de iniciativas de HRU con implementación activa y en PDT 

 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2022a) y CPEC (2022c). 

Frente a la movilización de dichas iniciativas, la PGN alertó en su informe de 

seguimiento que en el marco de las mesas de impulso y las sesiones institucionales 

a las que ha asistido, no se hace referencia a las iniciativas de HRU ni a sus 

resultados (PGN, 2021a, p. 102). Frente a esto, la ST observa la necesidad de 

aumentar las gestiones por parte de la institucionalidad y ajustar su oferta a dichas 

iniciativas, para no perder el esfuerzo institucional y presupuestal realizado en la 

construcción de las HRU y para mantener la legitimidad del proceso con 

comunidades y organizaciones que participaron en el ejercicio de priorización. 
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Gráfico 9. Iniciativas detonantes y dinamizadoras en Hoja de Ruta en 15 subregiones 

PDET 

 

Fuente: CPEC (2022). 

Sobre la distribución de las iniciativas priorizadas por pilares, se destaca que en el 

pilar 6, Reactivación económica y producción agropecuaria, se encuentran el 24% 

(1124) de las iniciativas priorizadas; en el pilar de Infraestructura y adecuación de 

tierras, el 17% (810) y en pilar de Vivienda, saneamiento básico y agua potable, el 

14% (642).  

El énfasis puesto en los pilares será una ruta para la identificación de los sectores 

estratégicos para la gestión de las iniciativas PDET y sobre los cuales se han de 

aumentar los esfuerzos institucionales para ajustar su oferta a la HRU.  

En contraste, se observa que el pilar de Derecho a la alimentación tan solo tuvo un 

3% (375 iniciativas) de priorización, siendo este uno de los pilares de cumplimiento 

prioritario debido a la crisis alimentaria que ya está impactando a Colombia por las 

secuelas de la pandemia generada por el COVID-19 y, recientemente, por la crisis 

originada en el conflicto entre Rusia y Ucrania15. 

 
15 ñEn los últimos dos años, la enfermedad por coronavirus (COVID-19) ha planteado muchos retos 
para la seguridad alimentaria mundial. Hoy, lo que está ocurriendo en la Federación de Rusia y 
Ucrania añade otro importante reto. La Federación de Rusia y Ucrania desempeñan un papel 
importante en la producción y el suministro de alimentos a nivel mundial. La Federación de Rusia es 
el mayor exportador mundial de trigo, mientras que Ucrania es el quinto mayor exportador (é) Los 
precios de los alimentos, ya en alza desde el segundo semestre de 2020, alcanzaron un nivel 
máximo histórico en febrero de 2022 debido a la elevada demanda, los costos de los insumos y el 
transporte y las perturbaciones en los puertos. Los precios mundiales del trigo y la cebada, por 
ejemplo, aumentaron un 31 % a lo largo de 2021. Los precios de los aceites de colza y de girasol 
subieron más de un 60 %. La elevada demanda y la volatilidad de los precios del gas natural también 
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a. Fuentes y mecanismos de financiación  

La ley del Plan Nacional de Desarrollo ñPacto por Colombiaò estableci· unos 

mecanismos de financiamiento para el PDET, así mismo la ART estableció rutas de 

financiación de las iniciativas: el Gobierno Nacional informa que son más de trece 

billones invertidos en la implementación (ART, 2022a).  

Para el análisis la ST acudió a la información oficial disponible en una herramienta 

pública que recientemente fue lanzada por el Gobierno llamada central PDET16 en 

donde se puede navegar de manera interactiva sobre distintas categorías 

relacionadas con la implementación desde diferentes niveles: nacional, subregional 

y municipal. Como resultado de la búsqueda se desagregó la inversión por 

mecanismo de financiación y el número de proyectos desde los diferentes niveles 

(nacional o subregional) y los pilares. En el ejercicio, la ST encontró que si bien es 

un logro contar con una plataforma pública de acceso a información, los 

mecanismos y las fuentes en la inversión no son claros; el número de proyectos 

tampoco coincide y la información sobre estas diferencias no es clara en la 

plataforma, lo que genera confusión17.  

Al respecto, la ST ya había detectado la misma falencia en el informe territorial 

(STCVI, 2022) haciendo el análisis del punto 6 del A.F. mediante el cual fueron 

analizadas las fuentes y mecanismos de financiación para la implementación del 

A.F. y los PDET hasta diciembre de 2021. Para este informe se mostrarán algunas 

cifras actualizadas, con fecha de corte de abril de 2022, y se resaltarán puntos 

adicionales para el análisis.  

Tabla 2. Fuentes y mecanismos de financiación en la inversión nacional del PDET 

(abril 30 de 2022) 

Fuente  Número de 

proyectos 

Porcentaje  Valor (cifras en millones 

de pesos) 

Porcentaje  

OBRAS PDET-OCAD PAZ 15 565 17%  $ 6.261.266,11  46% 

 
han impulsado el aumento del costo de los fertilizantes. Por ejemplo, el precio de la urea, un 
fertilizante nitrogenado esencial, ha aumentado m§s del 300% en los ¼ltimos 12 mesesò (FAO, 2022). 
16 https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/  
17 La ST tuvo una reunión de aclaración de cifras con la dirección encargada de la ART para la 
gestión de información en donde fueron expuestas las diferencias de la información. Ante esto se 
contestó: 1. La central PDET es la fuente de información oficial, frente a las fuentes de financiación 
reportadas no tienen la competencia para dar cuenta de todas, por lo que puede haber desfaces de 
información. 2. Sobre las diferencias de la inversión por pilares y por subregión, se mencionó que hay 
muchos proyectos que responden a proyectos multipilar y no se puede determinar el monto preciso 
para cada pilar, también se mencionó que hay proyectos PDET que no están relacionados con 
iniciativas de los pilares y otros que se implementan en las zonas más afectadas por el conflicto ï
ZOMACï y PDET al mismo tiempo, por lo que tampoco se puede determinar con detalle en escala 
subregional.   

https://centralpdet.renovacionterritorio.gov.co/
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OBRAS PDET-ART 1798 54%  $ 356.436,45  3% 

OBRAS PDET-OBRAS POR 

IMPUESTOS 

77 2%  $ 611.432,69  5% 

OTROS PROYECTOS PDET 405 12%  $ 941.717,23  7% 

COOPERACIÓN 

INTERNACIONAL 

399 12%  $ 919.535,81  7% 

TRAZADOR PGN  110 3%  $ 4.385.852,43  33% 

Total  3354 100%  $ 13.476.240,72  100% 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2022a). 

Como se ha mencionado, desde el inicio de la implementación hasta junio de 2022, 

el mecanismo de financiación OCAD-PAZ ha sido el que ha movilizado la mayor 

cantidad de recursos para la implementación del PDET (por lo menos 46%), sin 

embargo, no ha movilizado el mayor número de proyectos. Han sido aprobados 

mediante este mecanismo alrededor de seis billones de pesos, de los cuales 

2.219.194.726.005,00 (DNP, 2022) responden al adelanto presupuestal solicitado en 

el marco del artículo 60 de la ley 2056 de 2020 y utilizados en su mayoría para 

obras de infraestructura; según información oficial proporcionada por el 

Departamento Nacional de Planeación (PGN, 2021b)18.  

Dicho escenario deja un interrogante frente a este mecanismo de financiación del 

PDET para los siguientes gobiernos, ya que ñla anticipación de recursos no 

representa per se un aumento de los recursos totales destinados a la 

implementación del A.F. ni de la participación de esta fuente de financiación, puesto 

que, una vez gastados los recursos adelantados, estos se descuentan de la 

disponibilidad futura de los recursos de SGRò (STCVI, 2022, pp.174).  

Otra fuente movilizadora del PDET es el Trazador Presupuestal del Presupuesto 

General de la Nación que ha movilizado 3% de proyectos en contraste con un 33% 

de recursos. En contraste, el mecanismo de Obras-PDET ha movilizado el 54% de 

los proyectos, pero con una inversión del 3% y se nutre de diversas fuentes de 

financiación que tienen como propósito movilizar proyectos más pequeños. Por otro 

 
18ñUna de las cr²ticas formuladas a este procedimiento OCAD Paz, a través del cual se anticipan 

regalías con vigencia proyectada a dos mandatos presidenciales, es que ha sido enfocado más a 

ñobras de hierro y cementoò como lo advirti· un investigador de la Corporaci·n Viso, que señal·Ӣ la 

necesidad de mayor énfasis en inversiones en desarrollo económico, social, ambiental y cultural. 

También se señal·Ӣ el posible desvió de recursos vía cooptación de los recursos para la 

implementación de los PATR hacia proyectos de infraestructura que terminan beneficiando a la 

industria extractiva, la agroindustria y grandes terratenientesò (Citado por PGN, 2021b, p. 644). 
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lado, dentro de los mecanismos disponibles, se destaca el potencial que tienen las 

Obras por Impuestos ïOXIï, la cual a pesar de haber movilizado sólo el 5% de los 

recursos y el 2% de los proyectos, podría aumentar en los siguientes años. En el 

transcurso de la implementación, el Gobierno Nacional ha socializado la 

metodología de funcionamiento de esta fuente y, a su vez, el sector empresarial ha 

podido familiarizase aún más con los procedimientos técnicos y el potencial que 

podría tener para la reconciliación y la paz territorial.  

Dentro de los logros resaltados por el Gobierno Nacional, sobre este mecanismo de 

financiación (CPEC, 2022c) se destacaron los relacionamientos construidos con 

algunos sectores empresariales como el Grupo Éxito con la creación de la marca 

ñPaissanaò, lanzada el 6 de abril de 2022, que busca visibilizar los productos que 

provengan de organizaciones de municipios PDET. A la fecha se cuenta con 

aproximadamente 60 marcas que serán distribuidas en los supermercados Éxito 

(CPEC, 2022c). 

También existen otros relacionamientos con gremios de nivel nacional como: 

Augura, Asbama, Fedegán y Fedecacao, quienes están interesados en apoyar al 

PDET especialmente en la estructuración de proyectos para luego presentar a 

diferentes fuentes de financiación. La Alianza con Gran Tierra Energy, la empresa 

de hidrocarburos SierraCol Energy, Ecopetrol, Microsoft, Anditel y la Fundación 

Alcaraván, entre otros. En el nivel subregional se han dado relacionamientos con 

Ocensa, en la subregión del bajo Cauca y Nordeste antioqueño; Fundación 

Saldarriaga Concha, en La Macarena y Guaviare; la empresa minera Cerro Matoso 

S.A., en el Sur de Córdoba (CPEC, 2022c).  

Frente a la desagregación de la inversión por pilares, se reitera el énfasis puesto por 

este Gobierno en las obras de infraestructura con el 45% de los recursos invertidos 

con este enfoque y el 35% de los proyectos. Mientras que, el pilar 1 de 

Ordenamiento Social de la Propiedad y Uso del Suelo tan sólo tuvo una inversión 

del 2% con el 1% de los proyectos implementados. En el mismo nivel de retraso se 

encuentra el pilar 7 Sistema progresivo para la garantía del Derecho a la 

alimentación con una inversión del 1% y el pilar 3 de Salud rural con el 2% de la 

inversión.  

Como se mencionó antes, la ST considera que la implementación de estos pilares 

debería ser prioritaria siguiendo los criterios de integralidad del A.F. y considerando 

el contexto de crisis alimentaria en el que se encuentra Colombia actualmente.  

 

 

 

 

 



 
 
 
 
 

Undécimo  informe d e verificación de la implementación del Acuerdo Final de Paz - 
Secretaría Técnica del Componente de Verificación Internacional ðCINEPð  

Esta versión  1 de agosto de 2022  

19 

Tabla 3. Inversión nacional en proyectos PDET por pilar (30 de abril de 2022) 

Pilares 
Número de 

proyectos  
Porcentaje Inversión nacional  Porcentaje 

1. Ordenamiento social de la propiedad 

rural y uso del suelo 
45 1%  $        228.428  2% 

2. Infraestructura y adecuación de 

tierras 1166 
35% 

 $      5.800.627  
45% 

3. Salud rural 67 2%  $        319.402  2% 

4.Educación rural y primera infancia 

rural 745 
22% 

 $      1.973.652  
15% 

5. Vivienda rural, agua potable y 

saneamiento básico rural 189 
6% 

 $      1.454.697  
11% 

6. Reactivación económica y 

producción agropecuaria 562 
17% 

 $      1.741.650  
14% 

7. Sistema progresivo para la garantía 

del Derecho a la alimentación 12 

0% 

 $       106.075  

1% 

8. Reconciliación, convivencia y 

construcción de paz 527 

16% 

 $      1.189.999  

9% 

Total  3313 100%  $       12.814.53019  100% 

Fuente: Elaboración propia con base en ART (2022a). 

 

2.2.  Planes Nacionales para la Reforma Rural Integral  

Para el A.F, los PNRRI tienen como objetivo la superación de la pobreza y la 

desigualdad para alcanzar el bienestar de la población rural, la integración y el cierre 

de las brechas entre la ruralidad y lo urbano. Para ello, se propone en una fase de 

transición de 15 años -con el máximo esfuerzo de cumplimiento concentrado en los 

primeros cinco desde la firma- la erradicación de la pobreza extrema y la reducción 

en todas sus dimensiones de la pobreza rural a un 50%. De acuerdo con el Plan 

Marco de Implementación ïPMIï la adopción de estos tenía como fecha límite el 

2018. A mayo de 2022, se habían adoptado 14 PNRRI mediante un instrumento 

normativo y dos contaban con cierre técnico, teniendo aún pendiente su adopción. 

 

 
19 La diferencia entre el monto total nacional y el total luego de la desagregación por pilar, evidencia 
que hubo inversiones que no fueron asociadas a iniciativas PDET (CPEC, 2022).   
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Cuadro 1. Planes Nacionales adoptados y con cierre técnico (abril de 2022) 

Tema Plan Instrumento de adopción Fecha 

Acceso a tierras y 

ordenamiento social 

y ambiental 

Plan de formalización masiva 

Resolución 0382 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural 

Diciembre de 

2021 

Plan de zonificación ambiental 

Resolución 0168 del Ministerio 

de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible 

Diciembre de 

2021 

Infraestructura y 

adecuación de 

tierras 

Plan Nacional de Vías Terciarias 
Resolución 3260 del Ministerio 

de Transporte 
Agosto de 2018 

Plan Nacional de Riego y Drenaje para la 

economía campesina, familiar y comunitaria 

Resolución 091 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural 

Abril de 2020 

Plan Nacional de Electrificación Rural 
Resolución 40809 del Ministerio 

de Minas y Energía 
Agosto de 2018 

Plan Nacional de Conectividad Rural 

Resolución 1722 de 2019 del 

Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las 

Comunicaciones 

Julio de 2019 

Desarrollo social 

Plan Nacional de Salud Rural Con cierre técnico  

Plan Especial de Educación Rural 

Resolución 021598 de 2021 del 

Ministerio de Educación 

Nacional 

Noviembre de 

2021 

Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento 

de Vivienda Social Rural 

Resolución 179 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural. 

Actualizado con la Resolución 

0410 del Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Territorio. 

Junio de 2017 

 

Agosto de 2021 

Plan Nacional de Abastecimiento de Agua 

Potable Y Saneamiento Básico Rural 

Resolución 0076 del Ministerio 

de Vivienda, Ciudad y Territorio 
Marzo de 2021 

Producción 

agropecuaria y 

Plan Nacional de fomento a la economía 

solidaria y cooperativa rural 

Resolución 2950 del Ministerio 

del Trabajo 

Diciembre de 

2020 
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economía solidaria 

y cooperativa 
Plan Nacional de asistencia integral técnica, 

tecnológica y de impulso a la investigación 

Resolución 132 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural 

Mayo de 2022 

Plan para apoyar y consolidar la generación de 

ingresos de la economía campesina, familiar y 

comunitaria, y de los medianos productores y 

productoras con menores ingresos 

Resolución 209 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural 

Septiembre de 

2020 

Plan Nacional para la promoción de la 

comercialización de la producción de la 

economía campesina, familiar y comunitaria 

Resolución 006 del Ministerio 

de Agricultura y Desarrollo 

Rural 

Enero de 2020 

Plan Progresivo de Protección Social de 

Garantía de Derechos de los Trabajadores y 

Trabajadoras Rurales 

Resolución 2951 del Ministerio 

de Trabajo 

Diciembre de 

2020 

Derecho a la 

alimentación 

Sistema especial para la garantía progresiva del 

derecho a la alimentación 
Con cierre técnico  

Fuente: Elaboración propia. 

 

Para el periodo considerado en este informe se adoptaron cuatro nuevos Planes. 

Con la Resolución 021598 del Ministerio de Educación Nacional de noviembre de 

2021 se adoptó el Plan Especial de Educación Rural que tiene como objetivo 

fortalecer en la ruralidad la atención integral a la primera infancia y las condiciones 

para que niños, niñas, adolescentes, jóvenes y adultos cumplan trayectorias 

educativas con calidad y pertinencia bajo una perspectiva de integralidad. Para ello, 

plantea cinco componentes: 1. Atención integral a la primera infancia; 2. Estrategias 

educativas de calidad desde la educación preescolar hasta la media; 3. Acogida, 

bienestar y permanencia para la educación en zonas rurales; 4. Apuesta por una 

educación superior rural incluyente y de calidad y 5. Fortalecimiento institucional, 

intersectorialidad y alianzas. Estos componentes y sus respectivas estrategias 

comprometen en el nivel nacional al Ministerio de Educación, a la Comisión 

Intersectorial para la Primera Infancia y al Servicio Nacional de Aprendizaje ïSENAï 

y al Instituto Colombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos en el Exterior ï

ICETEXï.  

El Plan establece que las estrategias y acciones serán implementadas 

prioritariamente en las subregiones PDET y que, a partir de las HRU de estas, se 

desplegará un plan de acción mediante el cual se concretarán actividades, tiempos, 

resultados y metas más específicas que se deberá actualizar en los siguientes 

gobiernos con un especial énfasis en garantizar la atención integral a niños y niñas y 

también en las áreas rurales de los municipios con acuerdos colectivos para la 

sustitución de cultivos de uso ilícito y en las zonas en las que se encuentren 

espacios para la reincorporación. Esto se constituye en un reto importante para la 
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materialización de iniciativas en el pilar de Educación y Primera Infancia Rural de los 

PATR que requiere la adecuada articulación entre las políticas sectoriales del nivel 

nacional con las entidades territoriales, particularmente con aquellas que están 

ubicadas en zonas priorizadas por el A.F.  

Posteriormente, a través de la Resolución 0382 del Ministerio de Agricultura y 

Desarrollo Rural del 20 de diciembre de 2021 se expidió el Plan Nacional de 

Formalización Masiva de la Propiedad Rural que establece las estrategias para la 

consecución de dos de las metas más importantes en materia de tierras del A.F: (i) 

la entrega de tres millones de hectáreas a través del Fondo de Tierras de 

Distribución Gratuita (hasta 2028) y (ii) la formalización de siete millones de 

hectáreas (hasta 2026). Este Plan tiene como objetivos específicos: 1. Articular el 

acceso a tierras y la formalización masiva con la implementación del Catastro 

Multipropósito; 2. Optimizar la priorización y focalización de las intervenciones en 

materia de formalización masiva y el acceso a tierras a sujetos de ordenamiento; 3. 

Mejorar la atención a solicitudes de legalización de comunidades étnicas y 4. 

Contribuir en la transformación de las relaciones de tenencia de la mujer rural con la 

tierra y en el reconocimiento de su rol en el desarrollo sostenible del campo 

colombiano. La adopción de este Plan es relevante para el cumplimiento de los 

compromisos del A.F en materia de acceso y formalización. No obstante, el 

cumplimiento de sus metas requiere de avances consistentes en estrategias y 

acciones relacionadas con el Catastro Multipropósito, Planes de Ordenamiento 

Social de la Propiedad Rural ïPOSPRï, Registro de Sujetos de Ordenamiento ï

RESOï y el Subsidio Integral de Acceso a Tierras ïSIATï. 

Igualmente, el 29 de diciembre de 2021 se adoptó el Plan de Zonificación 

Ambiental a través de la Resolución 0168 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible. Este Plan se circunscribe a las subregiones PDET como un marco 

operativo de actuación para entidades y comunidades para: 1. Promover y orientar 

el cierre y estabilización de la frontera agrícola; 2. Proteger y dar uso 

ambientalmente adecuado a las Áreas de Especial Interés Ambiental ïAEIAï; 3. 

Orientar alternativas productivas equilibradas entre el medio ambiente, el bienestar y 

buen vivir de la población que ocupa y/o que colinda con AEIA y 4. Fortalecer la 

gobernanza territorial para la implementación del mismo. La base de este Plan fue el 

trabajo previo en las subregiones PDET que identificó AEIA, delimitó la frontera 

agrícola y la franja de estabilización y formuló nueve categorías ambientales de uso 

para el ordenamiento ambiental del territorio20. Del contenido del Plan se destaca el 

énfasis que tiene en la participación, que incluye acciones permanentes de 

 
20 Zonas de preservación; de restauración; de uso sostenible para el aprovechamiento de la 

biodiversidad; de uso sostenible para el desarrollo; de protección por alta oferta de servicios 

ecosistémicos; de protección con uso sostenible; de uso productivo con reconversión; de uso 

productivo; y de uso productivo con protección. 
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articulación con el esquema de participación PDET, la construcción de pactos 

territoriales entre comunidades y autoridades ambientales, el fortalecimiento de 

organizaciones sociales, campesinas y étnicas y su inclusión en los procesos de 

planificación y gestión derivados del Plan y, en el corto plazo, la socialización del 

mismo con personas en proceso de reincorporación y sus familias. 

Finalmente, el 2 de mayo de 2022 se expidió el Plan Nacional de asistencia 

integral técnica, tecnológica y de impulso a la investigación que tiene como 

objetivo general que tiene como objetivo general fortalecer, a través de la prestación 

del servicio público de extensión agropecuaria y otros mecanismos, las capacidades 

productivas de los productores rurales, trabajadores del campo y de la economía 

campesina, familiar y comunitaria para desarrollar sus proyectos productivos y 

estimular procesos de innovación tecnológica. Y como objetivos específicos los 

siguientes: realizar el acompañamiento en la planificación y formulación de los 

Planes Departamentales de Extensión Agropecuaria ïPDEAï  en los que el 

programa de Agricultura Campesina, Familiar y Comunitaria ïACFCï tenga 

relevancia, en el que se plantea la articulación con las iniciativas del pilar PDET 

Reactivación Económica y Producción Agropecuaria y la priorización de aquellas 

que coincidan con los sistemas productivos identificados en cada uno de los PDEA; 

fortalecer las capacidades de la oferta y su potencial para la prestación del servicio 

de extensión a través de actividades de formación y capacitación en extensión 

agropecuaria y rural, que busca la articulación con el Plan Especial de Educación 

Rural; mejorar el acceso al servicio público de extensión agropecuaria con enfoque 

diferencial, en el que se establecen los criterios para el acceso al subsidio de 

asistencia técnica siguiendo lo establecido en la Ley 1876 de 2017, que creó el 

Sistema Nacional de Innovación Agropecuaria ïSNIAï; realizar en coordinación con 

los entes territoriales el acompañamiento para el seguimiento y evaluación de la 

prestación del servicio de extensión agropecuaria; y desarrollar estrategias para la 

promoción y protección de semillas nativas, agricultura de conservación sostenible 

en el enfoque del servicio de extensión agropecuaria. 

La adopción de estos cuatro Planes contribuye al cumplimiento de aspectos 

relevantes de la RRI y a organizar la actuación sectorial alrededor de los criterios 

que el A.F establece para cada uno de los PNRRI. El A.F. (1.3) establece que se 

debe garantizar los máximos esfuerzos de cumplimiento de los Planes Nacionales 

en los primeros cinco años de su vigencia. Posterior a la adopción de los faltantes 

(salud y alimentación) que cuentan con cierre técnico, como lo ha mencionado esta 

ST anteriormente, es necesario que para el conjunto de los PNRRI se desarrolle una 

implementación articulada y conjunta entre estos planes, los PATR y las HRU de 

cada una de las subregiones PDET, también estableciendo metas precisas para las 

demás zonas rurales del país.  
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2.3.  Enfoque étnico  

En el proceso de construcción de los PATR se contó con espacios diferenciados 

para las autoridades étnicas en los cuales participaron 715 Cabildos o Resguardos 

Indígenas y 517 Consejos Comunitarios y 1.232 actores étnicos (CPEC, 2022a, p. 

58), participación que se materializó en la construcción de 8.381 iniciativas propias 

étnicas que representan el 25% del total de las iniciativas PDET.  

Luego de cinco años de implementación del A.F., el nivel de avance en la gestión de 

dichas iniciativas es bajo, sólo el 7% de las iniciativas propias étnicas cuenta con 

ruta de implementación activa vinculada a proyectos (CPEC, 2022c). Por otro lado, 

dentro de lo que fue incluido en los Planes de Desarrollo Territorial sólo el 15% 

corresponde a iniciativas propias étnicas y lo que fue incluido en planes de trabajo 

2022-2023 por parte de la ART para la movilización de iniciativas sólo corresponde 

al 8% de las iniciativas propias étnicas (CPEC, 2022a, p. 60).  

Por otro lado, la ST observa como un avance importante, en el marco del 

cumplimiento del capítulo étnico del A.F. (6.2.3) y el capítulo 2 del Decreto 893 de 

2017, la proyección de concertar 15 Lineamientos Técnicos Operativos ïLTOï (no 

se incluyó la subregión del sur de Bolívar)21 el cual será el instrumento principal de 

diálogo para la garantía de la participación activa y efectiva de las autoridades 

étnicas frente a la implementación y el seguimiento a las iniciativas que tengan un 

impacto étnico. Así, a 31 de enero de 2022, entre el 2019 y el 2021 se han 

concertado 13 LTO22 y, con ellos, unas Mesas de Concertación Interétnica PDET. 

Se observa que estos espacios tienen un potencial importante en el diálogo 

interétnico e intraétnico en el marco de la implementación del PDET, el cual también 

podría aportar al proceso de reconciliación y prevención de la discriminación 

estructural que aún existe en el país y que se evidencia en los rezagos de garantía 

de derechos para esta población.  

 
21 La ST identificó la exclusión de las personas étnicas que viven por fuera de los territorios colectivos 

e identificó la necesidad de tener en cuenta la diversidad étnica en los territorios que no cuentan con 

Resguardos Indígenas y/o Consejos Comunitarios. Este es el caso del Sur de Bolívar, por ejemplo, 

donde no hay territorios colectivos y no se realizó un proceso especial de consulta. No obstante, el 

22% de la población de los municipios priorizados de esta región pertenece a comunidades negras, 

afrocolombianas, raizales o palenqueras. En San Pablo, por ejemplo, el 74% de la población se 

autorreconoce como afrocolombiana y en Arenal el 41,5%. También en Catatumbo se ha alertado 

sobre discriminación contra las comunidades afrocolombianas sin territorios colectivos (STCVI, 

2021d, p. 24).  

22 Sierra Nevada ï Perijá (2019); Putumayo, Sur de Córdoba, Montes de María, Choc·, Pacífico y 

Frontera Nariñense, Catatumbo, Sur de Tolima y Arauca (2020); y Bajo Cauca y Nordeste 

Antioqueño, Urabá Antioqueño y Alto Pat²a y Norte del Cauca, Cuenca del Caguán y Piedemonte 

Caqueteño (2021) (CPEC, 2022a, p.59).  
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Sin embargo, la ST observa un retraso en la creación de los Mecanismos 

Especiales de Consulta ïMECï (A.F. 6.2.3b y Decreto 893 de 2017, capítulo 2) lo 

anterior, teniendo en cuenta que la implementación inició antes de su creación, por 

lo que la participación efectiva de las autoridades étnicas mediante este mecanismo 

ha sido parcial. Así, la ST señala que es necesario dar cumplimiento prioritario a la 

creación e implementación de las instancias que aún faltan por concertar. Por otro 

lado, la ST observa que el MEC tiene el potencial de posicionar la movilización de 

iniciativas con etiqueta propia étnica aprovechando las instancias que ya están 

creadas, aunque como oportunidad de mejoramiento se resalta la necesidad de 

fortalecer las capacidades de las autoridades étnicas que componen los diferentes 

MEC para un seguimiento y veeduría efectiva de la implementación del PDET 

étnico.  

En relación con los PNRRI expedidos en el periodo considerado en este informe, de 

acuerdo con su documento de adopción, la zonificación ambiental indicativa para las 

zonas PDET no incluyó los territorios étnicos como garantía del ejercicio de la 

autonomía, gobierno propio y formas de planeación y ordenamiento del territorio 

propias; asumiendo que son zonas con decisión previa de ordenamiento, como lo 

indicaba el PMI. No obstante, los grupos étnicos sí se consideran en la estrategia de 

participación en la implementación del Plan de Zonificación Ambiental. En todo 

caso, frente a la participación de grupos étnicos en su elaboración, la Instancia 

Especial de Alto Nivel de los Pueblos Étnicos de Colombia ïIEANPEï (2021, p. 61) 

manifest· que ñno se tiene noticias de los mecanismos de socializaci·n e 

implementaci·n que permitan conocer a los Pueblos £tnicos sus alcancesò. 

Tampoco existe en SIIPO 2.0 ficha t®cnica del indicador ñPorcentaje de planes de la 

Reforma Rural Integral que en su implementación contaron con participación, 

concertación y/o consulta previa con pueblos y comunidades étnicas, de 

conformidad con la normatividad legal vigenteò que permita valorar su cumplimiento, 

aunque en el Plan se indica que se entregó a esta Instancia la información 

cartográfica y documental del plan mediante comunicación en octubre de 2020 que 

puede servir como insumo en la formulación de instrumentos de ordenamiento 

propio.  

Igualmente, el Plan de Formalización Masiva establece una estrategia de 

construcción de planes de atención con las instancias nacionales representativas de 

las comunidades étnicas para resolver los rezagos en las solicitudes de constitución 

y ampliación de resguardos indígenas, particularmente en los departamentos de 

Amazonas, Nariño, Meta, Atlántico, Putumayo y Choc· y de constitución de 

territorios colectivos para comunidades negras, concentrados principalmente en los 

departamentos de Cauca, Cesar, Valle del Cauca y Choc·. Finalmente, el Plan de 

Asistencia Técnica incorpora la Ruta Étnica del Plan Nacional de Semillas, a cargo 

de la Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria ïAgrosaviaï, el 

Instituto Colombiano Agropecuario ïICAï y el SENA que busca a través de un 
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proceso diferenciado la construcción de hojas de ruta que articulen planes de vida 

con protocolos bioculturales. 

 

2.4.  Enfoque de género  

Del universo total de las iniciativas del PATR, el 14% cuenta con etiqueta de género 

y mujer rural. Frente a las iniciativas que se encuentran con ruta de implementación 

activa con proyectos de inversión sólo se han movilizado el 11% con etiqueta de 

género y frente a la inclusión de las iniciativas PDET en los Planes de Desarrollo 

Territorial el 16% corresponde a iniciativas de género. Para la vigencia 2022-2023 

en los planes de trabajo de la ART fueron incluidas 791 iniciativas correspondientes 

al 17% de iniciativas asociadas a este enfoque.  

Como se ha venido afirmando, el avance en la implementación relacionado con el 

enfoque de género sigue siendo muy bajo. Por su parte, la Procuraduría le ha 

recomendado a la ART ampliar el enfoque de género con una estrategia de 

transversalización en la implementación que garantice un impacto integral en todos 

los pilares del PDET23. Por último, también ha sido planteado una limitación en el 

acceso a herramientas de información y a los espacios de participación para las 

mujeres, en tanto en varias ocasiones los tecnicismos usados por la ART son 

excluyentes para las comunidades y generan aún más retos para las mujeres, 

quienes a lo largo de la implementación del PDET han venido disminuyendo su 

participación (PGN, 2021c)24.  

Finalmente, entre los PNRRI adoptados, se incluyó la estrategia de promoción de la 

atención de procesos de formalización y acceso a tierras con enfoque de género 

que implica fortalecer la Unidad Coordinadora de Género y Mujer Rural al interior de 

la ANT, el desarrollo de medidas afirmativas como la convocatoria diferenciada para 

mujeres, el uso de instrumentos que permitan la recolección desagregada de datos 

 
23 Además de las cifras, según una investigación realizada por Sisma Mujer y el CINEP/PPP (2022) 
en la cual se trabajó con mujeres de algunas subregiones PDET, hay otras dimensiones de carácter 
cualitativo que deberían ser tomadas en cuenta para mejorar este enfoque en la implementación, 
tales como: en los hallazgos de la investigación se resaltó que la participación real de las mujeres en 
la implementación del PDET se ha limitado a pilares que tradicionalmente han sido feminizados; por 
otro lado, al hacer la revisión de las iniciativas PDET con marcación de género, se evidenció que hay 
una utilización inadecuada de la etiqueta y se planteó la posibilidad de ampliar la comprensión e 
incluir la perspectiva en otras iniciativas en las que se pueda tener impacto para las mujeres. 
24  (i) Los tecnicismos propios de la ART, que resultan poco aprehensibles para las comunidades y 

generan retos para las mujeres en el posicionamiento de sus necesidades tal y como ellas las 

expresan; (ii) las dificultades para la identificación de las autoridades e instituciones que tienen 

responsabilidad frente a los PDET a nivel subregional, municipal y veredal, que en el caso de las 

mujeres conlleva a la dificultad en el seguimiento y veeduría sobre las iniciativas que materializan el 

enfoque de género; (iii) La falta de identificación de los espacios de participación frente a las 

iniciativas PATR, así como la exclusión de las mujeres y sus agendas en los mismos; y (iv) la 

dificultad que reviste el acceso mismo a la información pública, incluso mediante la página web de la 

ART (Sisma mujer, CINEP/PPP, 2022, p. 32). 
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por sexo, la generación de datos de las necesidades de titulación de mujeres y la 

realización de jornadas comunitarias sobre economía del cuidado, los derechos 

sobre la tierra para las mujeres y el reconocimiento, y la generación de espacios de 

sensibilización y capacitación interna sobre género y economía del cuidado con 

funcionarios y funcionarias.  

En materia de educaci·n rural, el principal indicador de g®nero es ñEstrategia de 

promoción, acceso y permanencia para la formación profesional de las mujeres en 

disciplinas no tradicionales para ellas, formulada e implementadaò. El Plan Especial 

incluye seis líneas de trabajo alrededor del cumplimiento de este indicador25. Así 

mismo, se incluyó en el Plan de Asistencia Técnica la construcción de lineamientos 

por parte de la Dirección de Mujer Rural del MADR para fortalecer la participación 

de la mujer rural en el servicio de asistencia técnica y extensión agropecuaria; la 

formación de extensionistas agropecuarias y rurales a cargo del SENA y la inclusión 

de las productoras beneficiadas en los sistemas de información respectivos. 

 

3. Conclusión  

En la implementación de los PDET, para el periodo analizado, se continuó con el 

desarrollo de las estrategias para la materialización de las iniciativas resultantes del 

proceso participativo. En el corto plazo, la estrategia Nación Territorio ha buscado 

articular las acciones del gobierno nacional con la institucionalidad local, junto con 

otros actores estratégicos como cooperación internacional y empresa privada. En 

esta estrategia, a través de sesiones institucionales y mesas de impulso y 

bilaterales, se alcanzó la inclusión de 11.913 iniciativas en los Planes de Desarrollo 

del nivel territorial, no obstante, existe una dificultad en relación con la participación 

 
25 1. Incorporar en los procesos de formación y acompañamiento que lidera el Ministerio dirigidos a 

educadores de establecimientos educativos oficiales, las competencias socioemocionales y 

ciudadanas para promover la participación de niñas y jóvenes en entornos escolares y los derechos 

humanos sexuales y reproductivos. 2. Promoción de estrategias de divulgación que destacan los 

aportes de las mujeres a la construcción de la nación y de las metas educativas. 3. Desarrollo de una 

Estrategia Nacional de Orientación Socio-Ocupacional que además de concebir la orientación como 

un proceso de interacción permanencia con el entorno social, político, cultural y económico en el que 

se desenvuelve el estudiante, permita contribuir a superar las creencias e imaginarios alrededor de 

los estereotipos de género y a las ocupaciones, específicamente las relacionadas con áreas de 

Ciencia, Tecnologías, Ingenierías, Matemáticas. 4. Trabajar en la definición de lineamientos para que 

las Instituciones de Educación Superior promuevan procesos de equidad, a partir de lo planteado en 

el documento ñenfoque e identidades de g®nero para los lineamientos de la pol²tica de educaci·n 

superior inclusivaò. 5. Fortalecer las estrategias de financiación para el acceso a educación superior a 

través de Programas de Acceso y Excelencia a la Educación Superior como Generación E, que 

busca que más jóvenes de bajos recursos económicos accedan, permanezcan y se gradúen de 

programas académicos de educación superior, promoviendo la movilidad social y regional del país 

para el cierre de brechas, en un marco de financiación sostenible y gradual. 6. Construir un plan de 

Mentorías para jóvenes rurales como estrategia de permanencia en la educación superior. 
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de comunidades y organizaciones en estos espacios y tampoco ha significado un 

mayor ritmo de implementación de las iniciativas.  

A 30 de abril de 2022 se han movilizado a través de proyectos de inversión el 21% 

del total de iniciativas, porcentaje que sigue siendo bajo, particularmente para 

aquellas consideradas como de género y étnicas. Del número de iniciativas 

movilizadas existe un desbalance entre pilares, siendo el de Infraestructura y 

Adecuación de tierras el de mayor actividad con el 73% del total de iniciativas 

movilizadas. De la misma forma, existe un desbalance entre subregiones, entre las 

que destacan como más rezagadas Pacífico Medio y Arauca. Del total de iniciativas 

movilizadas el 30% de los proyectos se encuentran terminados y el 17% en 

ejecución, mientras que el 45% se encuentran estructurados, pero sin fuente de 

financiación. 

En el periodo analizado, se concluyeron ocho HRU, para un total de 15, faltando la 

correspondiente a Pacífico Medio; con ello, subsiste la desarticulación con otros 

instrumentos de política pública como los PNRRI. Sobre las iniciativas, hasta ahora 

priorizadas por este instrumento solo un 18% cuenta con ruta de implementación 

activa a través de un proyecto de inversión. Con respecto a las fuentes y 

mecanismos de financiación de la implementación del PDET, la principal ha sido el 

Sistema General de Regalías, con un 46% de la inversión, mientras que el Trazador 

Presupuestal del Presupuesto General de la Nación ha movilizado el 33% de los 

recursos, a través de Obras PDET el 3% y a través de OXI el 5% de los recursos.  

La ST identificó tres retos fundamentales en la implementación de los PDET: 

ampliar la participación de las comunidades y organizaciones en el desarrollo de las 

estrategias de materialización de iniciativas; superar el desbalance entre pilares en 

la estructuración de proyectos y entre regiones y articular la implementación de las 

iniciativas con los PNRRI. Con estas consideraciones, para la ST este subtema se 

encuentra en implementación, a tiempo y en correspondencia parcial con el 

A.F.  

En relación con los PNRRI, actualmente ya se cuenta con 14 de los 16 Planes 

establecidos por el A.F. Los cuatro PNRRI sobre formalización masiva, educación 

rural, asistencia técnica y zonificación ambiental, se ajustan en términos generales a 

los criterios planteados para cada uno de ellos en el A.F}; no obstante, el último se 

circunscribe únicamente a las subregiones PDET, por lo que es necesario ampliar 

este ejercicio a todo el país. Con la adopción de los dos Planes faltantes, acelerar la 

implementación de todos es un reto importante, buscando la articulación con los 

PATR y las HRU. Para la ST este subtema está en implementación, con retrasos 

y en parcial correspondencia con el A.F.  
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4. Oportunidades de mejoramiento  

 La ST considera urgente y prioritario recuperar el énfasis comunitario y 

participativo que identificó a los PDET en su etapa de diseño. Fortalecer la 

participación para las fases de implementación y ejecución en donde sean 

incluidas de manera activa y efectiva a las comunidades y a las autoridades 

étnicas en los diálogos interinstitucionales creados en la estrategia Nación 

Territorio. Con ello se podrá contar con la visión comunitaria de la 

implementación de las iniciativas. La noción de participación no se ha de quedar 

en un simple escenario de transmisión de información. Asimismo, esta es una 

oportunidad para el nuevo Gobierno para retomar y restablecer la confianza de 

las comunidades hacia los PATR y de acuerdo a los cinco años de 

implementación -según los artículos 4º y 5º del Decreto 893 de 2017-.  

 La ST resalta como una oportunidad de mejora la creación de la arquitectura 

institucional para la implementación del PDET y las estrategias de planeación 

puestas sobre la marcha que son una base para las acciones del nuevo 

gobierno. La ST observa la importancia de revisar el ritmo en el que va la 

implementación, el impacto de las estrategias y el énfasis que se ha puesto en 

pilares. Asimismo, se identifica como prioritario balancear los esfuerzos entre las 

subregiones PDET y acelerar la implementación de iniciativas de pilares, en 

especial, pilares como: Ordenamiento Social de la Propiedad y Uso del Suelo; el 

Derecho a la Alimentación y el de Reconciliación, Convivencia y Construcción de 

Paz, que se encuentran rezagados.  

 Dentro de los retos para el próximo Gobierno se encuentra la gestión para la 

implementación de aquellas iniciativas asociadas a proyectos, incluidas en los 

Planes de Desarrollo Territorial y el fortalecimiento con la institucionalidad local 

para su movilización. En el mismo sentido, para continuar con el avance del 

PDET y asegurar recursos para su movilización, la ST considera necesario la 

inclusión del PDET en el Plan Nacional de Desarrollo del próximo Gobierno de 

manera que se robustezca su financiamiento, pues un gran número de proyectos 

se encuentran estructurados, pero sin financiamiento; así mismo poner énfasis 

en la estrategia de estructuración para aquellas iniciativas que aún no cuentan 

con rutas de implementación activadas. 

 La financiación de los PDET será uno de los desafíos más importantes para el 

nuevo Gobierno, ya que a la fecha el avance va a un ritmo lento en proporción al 

número de iniciativas movilizadas y los años de implementación y se han 

invertido una cantidad considerable de recursos por medio del OCAD PAZ. Los 

próximos Gobiernos no tendrán la posibilidad de hacer el adelanto presupuestal 

ya que este se limitó hasta el 2022 y este mecanismo a pesar de que seguirá 

existiendo es probable que no cuente con la misma liquidez.  
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 Por otro lado, la ST observa con preocupación la efectividad del control sobre el 

destino y manejo de los dineros que han sido asignados mediante el OCAD PAZ. 

Recientemente, en una investigación de un medio de comunicación nacional26 se 

desató noticiosamente la presunta corrupción detrás de la aprobación de los 

proyectos del OCAD PAZ, en donde estarían implicados altos funcionarios de 

diferentes entidades del Gobierno, entes de control y políticos por cobro de 

porcentajes sobre los dineros asignados. Ante esto la ST considera prioritario y 

urgente que el Gobierno entrante ponga los esfuerzos necesarios para 

esclarecer lo sucedido, contribuya al fortalecimiento y transparencia de los entes 

de control y revalúe los reglamentos y procedimientos existentes en los 

mecanismos donde se toman decisiones sobre los recursos para la paz.   

 La ST ve necesario articular los esfuerzos y expectativas generadas en el 

ejercicio de planeación en Hoja de Ruta con toda la oferta institucional, para que 

las necesidades planteadas por las comunidades en dicho ejercicio puedan ser 

tomadas en cuenta y mantener la confianza creada en los PDET. También se 

observa la urgencia de cerrar el proceso de HRU con la subregión de Pacífico 

Medio.  

 Frente a la información disponible en la nueva plataforma de la ART ïCentral 

PDETï la ST resalta que es un avance para ofrecer información oficial, clara y 

oportuna al público. Sin embargo, al navegar la información se observaron 

algunas inconsistencias especialmente en lo relacionado con las inversiones.  

 La ST reitera la necesidad de adoptar los PNRRI faltantes, articulando las 

estrategias de todos a la implementación de los PDET y asegurando su inclusión 

en el PND 2022-2026 y la asignación de presupuesto adecuado para su 

implementación atendiendo los objetivos y criterios dispuestos para cada uno de 

ellos en el A.F.   

 
26 ñLuego de seis meses de investigación, Mañanas Blu, cuando Colombia está al aire, pudo 

establecer que mientras Luis Alberto Rodríguez estuvo al frente de la Dirección Nacional de 

Planeación, funcionarios de esta entidad y de la Contraloría General, así como congresistas, la 

mayoría del partido conservador; mandatarios locales y contratistas, habrían creado un entramado de 

corrupción para quedarse con aproximadamente el 12 % de los recursos que aprueba el Ocad-paz 

(...) Solo entre junio y diciembre de 2021, cuando se dio vía libre a 355 proyectos, las coimas habrían 

podido ascender a 500.000 millones de pesos (Nohra S. & Santos V., 2022). 
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Punto  2 ð Participación Política  

1. Introducción  

El punto dos del A.F. reconoce la ampliación de la participación ciudadana como 

pilar fundamental para la construcción de paz. Con la pluralidad de voces y visiones 

sobre los temas de interés en la sociedad, este punto busca enriquecer la 

deliberación y el debate, robustecer la institucionalidad y promover la superación del 

uso de la violencia y las armas debido a la exclusión política. Para avanzar en ello el 

punto de Participación Política establece tres temas principales: (2.1.) Derechos y 

garantías plenas para el ejercicio de la oposición política en general y para los 

nuevos movimientos que surjan, (2.2.) Mecanismos democráticos de participación 

ciudadana y (2.3.) Medidas efectivas para promover la participación política 

incluyendo a la población más vulnerable. De manera transversal, el punto dos 

reconoce que las mujeres han enfrentado mayores obstáculos institucionales y 

sociales para el ejercicio de la participación política, por lo cual dispone medidas 

especiales con el enfoque de género.   

Estos tres temas se dividen en 14 subtemas que se reflejan parcialmente en 86 

indicadores del Plan Marco de Implementación. Los subtemas desarrollan 

mecanismos y medidas de vital importancia para la apertura democrática y para la 

efectiva implementación transversal del A.F. Algunos mecanismos son las garantías 

de seguridad, el fortalecimiento de las organizaciones y movimientos sociales, la 

garantía del derecho a la protesta pacífica, el control y la veeduría ciudadana, la 

promoción del acceso al sistema político, la reforma al régimen y organización 

electoral y la representación política de las poblaciones y zonas más afectadas por 

el conflicto.  

A pesar de la relevancia de estas medidas para la construcción de paz y el 

robustecimiento de la democracia, este punto sigue siendo el que registra menos 

avances. Según el Sistema Integrado de Información para el Posconflicto ïSIIPOï 

hasta el momento se ha registrado un progreso del 41.18% en los 86 indicadores; 

en contraste con un 58.36% correspondiente al punto uno del A.F., 67.16% en el 

punto tres, 58.59% en el punto cuatro, 56.22% en el punto cinco y 71.19% en el 

punto seis. Según el barómetro del Instituto Kroc, el 28% de las disposiciones del 

Punto 2 se encuentran sin dar inicio, 45% apenas muestran un estado mínimo de 

implementación, 14% se encuentran en estado intermedio y en solo el 14% se 

observa un nivel completo de realización (Instituto Kroc, 2022b).  

Con base en el ejercicio de verificación desarrollado por esta ST se encuentra que 

existen controversias y retrasos en la ejecución del Punto 2 aun cuando se han 

presentado avances como la promulgación del Estatuto de la Oposición (Ley 1909 

de 2018), la reglamentación del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la 

Política ïSISEPï (Decreto ley 895 de 2017), la reactivación del Consejo Nacional de 

Paz Reconciliación y Convivencia y la reactivación de los Consejos Territoriales de 
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Paz y Convivencia (Decreto ley 885 de 2017), así como la creación de las 

Circunscripciones Transitorias Especiales para la Paz ïCTEPï (Acto legislativo 02 

de 2021). Algunos de estos avances han atravesado problemas en su 

materialización y otras medidas no han iniciado o tenido desarrollos, como lo relativo 

a la reforma y el régimen de la organización electoral, el fortalecimiento de la 

planeación democrática participativa y las garantías para el derecho a la 

manifestación pacífica. 

En consecuencia, la ST en este informe definió como prioridad temática las 

garantías de seguridad para el ejercicio de la participación política por su especial 

importancia para la implementación integral del A.F. y la consolidación de la paz, así 

como para el buen funcionamiento del sistema político electoral y en consecuencia 

para la garantía de la representación política de las poblaciones y zonas más 

afectadas por el conflicto. De esta manera, se presenta un balance del estado del 

subtema (2.1.2) proseguido de un análisis de la implementación de las CTEP 

(2.3.6). 

 

2. Análisis  

2.1.  Garantías de Seguridad para el Ejercicio de la Política  

En materia de garantías de seguridad el punto dos establece el SISEP. Según el 

A.F. este sistema parte de una concepción de la seguridad como valor democrático 

con perspectiva humanista, cuya base es el respeto, la defensa y la promoción de 

los derechos humanos para brindar mayores garantías a la participación política y 

aportar en la promoción de un contexto de convivencia y reconciliación. El SISEP 

fue creado por medio del Decreto Ley 895 de 2017, sus principios estuvieron en 

concordancia con lo estipulado en el A.F. De tal manera, el marco normativo 

propendió por el fomento de la tolerancia, la convivencia y el respeto a la libertad de 

opinión y pensamiento con el fin de fortalecer la democracia; por lo cual debería 

determinar mecanismos para garantizar la integridad de los liderazgos sociales, 

excombatientes y brindar garantías de no repetición.  

En concordancia con el A.F. el decreto determinó cuatro elementos del sistema: (i) 

la adecuación normativa, que incluye la creación de una Instancia de Alto Nivel; (ii) 

la prevención, que consiste en el fortalecimiento del Sistema de Alertas Tempranas 

y mecanismos preventivos con enfoque territorial y de género; (iii) la protección, que 

determina programas para firmantes del acuerdo, organizaciones políticas en 

oposición y de carácter colectivo y (iv) la evaluación y seguimiento, compuesta por 

un Sistema de Planeación Información y Monitoreo Interinstitucional y una Comisión 

de Seguimiento y Evaluación del Desempeño del Sistema. Por otro lado, son siete 

las instancias que componen el Sistema: (i) La Comisión Nacional de Garantías de 

Seguridad; (ii) La instancia de Alto Nivel; (iii) El delegado presidencial; (iv) la 

Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño; (v) El Comité de Impulso a 
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las Investigaciones; (vi) Los programas de protección y (vii) El Sistema de 

Prevención y Alertas para la Reacción Rápida.  

Para comprender los avances en la implementación en materia de garantías de 

seguridad para el ejercicio de la política es fundamental analizar cuál es el estado 

de cada una de estas instancias. 

 

2.1.1.  Comisión Nacional de Garantías de Seguridad ðCNGSð 

La CNGS fue creada mediante el Decreto Ley 154 de 2017 con el objetivo de 

diseñar y hacer seguimiento, en concordancia con lo estipulado en el A.F., a la 

política pública sobre desmantelamiento de las organizaciones y conductas que 

atenten contra liderazgos, defensores de derechos humanos, movimientos sociales 

y personas que participen en la implementación del A.F. Para tal fin la Comisión es 

integrada por el Presidente de la República, el Ministro de Interior, el Ministro de 

Defensa, el Ministro de Justicia, el Fiscal General, el Defensor del Pueblo, el 

Procurador, el director de la Unidad Especial de Investigación, el comandante de las 

Fuerzas Militares, el director de la Policía Nacional, tres expertos reconocidos en la 

materia y dos delegados de plataformas de derechos humanos. Para la CNGS se 

determinó que podría crear comisiones técnicas y que contaría con una Secretaría 

Técnica, la cual quedó en cabeza de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz ï

OACPï. Dicha Secretaría es la encargada de convocar la comisión cuya 

periodicidad de reuniones debe ser por lo menos una vez al mes.  

Desde su conformación, hasta la fecha, la CNGS ha sesionado en plenaria en 7 

ocasiones y ha adelantado 75 sesiones de las cuales 11 fueron territoriales, 36 

étnicas y de género, 27 técnicas y 1 de la subcomisión técnica (OACP, 2022). A 

pesar del significativo número de sesiones y los esfuerzos realizados desde la 

Comisión para la transversalización del enfoque de género, es preocupante que solo 

el 8.53% de las sesiones sean plenarias, que no se presenten avances en el diseño 

y seguimiento de la política pública correspondiente y que su reglamento haya sido 

adoptado cinco años después de su puesta en marcha, el 7 de marzo de 2022 

(CPEC, 2022b; Misión de Verificación ONU, 2022; OACP, 2022). 

La ST ve con preocupación la falta de convocatoria y dinamismo que se ha dado a 

esta instancia, pues su séptima sesión plenaria se llevó a cabo casi un año después 

de su última reunión y fue el resultado de una audiencia desarrollada por la 

Jurisdicción Especial para la Paz ïJEPï, en la cual se ordenó a la OACP hacer la 

convocatoria para que se discutiera y definiera el reglamento. Como resultado, la 

audiencia la JEP ordenó a la Procuraduría General adelantar investigaciones 

disciplinarias sobre las omisiones que retrasaron cinco años la promulgación del 

reglamento (Misión de Verificación ONU, 2022).  

Los limitados desarrollos de la CNGS no solo son el resultado de la falta de 

convocatoria y dinamismo que se le ha brindado, pues también la Comisión ha 

adolecido de problemas de acción colectiva entre los integrantes de la sociedad civil 
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y el Gobierno Nacional (ST, 2021). Se espera que con la reciente aprobación del 

reglamento las partes integrantes dinamicen el funcionamiento de la instancia y 

avancen en materia de sus funciones.  

Por último, es importante señalar que el reglamento interno adoptado por la 

Comisión, según la OACP (2022), se nutrió de los comentarios realizados en las 

sesiones temáticas de género. De igual forma la ST resalta que a partir de las 

sesiones temáticas de género, con participación de Gpaz y la Cumbre Nacional de 

Mujeres y Paz, se elaboró un documento diagnóstico de género como marco 

orientador para el plan de acción y la política de desmantelamiento de 

organizaciones criminales objeto de la Comisión27.  

 

2.1.2.  Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño  

El A.F. establece que se creará esta Comisión para hacer seguimiento y evaluación 

a los avances en el desmantelamiento de las organizaciones criminales que atenten 

y amenacen el ejercicio de la participación política. Dicha comisión debería 

presentar un informe anual con recomendaciones y ajustes para el sistema y la 

garantía del derecho a la participación con base en el trabajo del Sistema de 

Planeación, Información y Monitoreo interinstitucional donde deberían participar 

representantes de los partidos y movimientos políticos.   

A pesar de que la OACP informó a la Procuraduría General de la Nación que para el 

2020 esta instancia estaría en funcionamiento (Procuraduría General de la Nación, 

2021), a la fecha la Comisión y el Sistema de Planeación Información y Monitoreo 

no se encuentran en funcionamiento. La CPEC (2022b) y la OACP (2022) indican 

que se ha avanzado en la aprobación del documento final de la propuesta de sus 

lineamientos con la inclusión del enfoque étnico y de género. No obstante, la ST no 

conoce la propuesta de lineamientos y tampoco de qué manera se incorporan 

dichos enfoques.   

 

 

 
27 Del diagnóstico se deriva: (i). Reconocer a las mujeres y personas con orientación sexual y de 
género diversa como sujetos especiales de protección (ii). Promover representación y participación 
de mujeres en materia de desmantelamiento (iii). Abordar participación de mujeres como integrantes 
de organizaciones criminales (iv). Acciones de desmantelamiento de organizaciones responsables de 
explotación sexual (v). Fortalecer mecanismo de acceso a justicia para victimas mujeres y personas 
con orientación sexual diversa (vi). Identificar patrones delictivos de organizaciones criminales en lo 
relativo a violencias basadas en género (vii). Analizar violencia sexual como mecanismo de control 
territorial (viii) Abordar desigualdades económicas, históricas y sociales de las mujeres (ix). Prevenir 
estigmatización contra mujeres y personas de orientaciones diversas (x) identificar modus operandi 
de organizaciones criminales (xi). Fortalecer alertas tempranas y estrategias de prevención de 
violencias basadas en genero (xii). Integrar el componente de la ruralidad da las acciones con base 
en el enfoque de género (xiii) En las rutas de sometimiento y desmovilización brindar atención 
diferencial a partir del enfoque de género.  
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2.1.3.  Comité de Impulso a las Investigaciones  

Según el A.F. este Comité se pondría en marcha para la investigación de delitos 

contra quienes ejercen la participación política, la oposición, los liderazgos de 

organizaciones sociales y defensores y defensoras de derechos humanos teniendo 

en cuenta factores especiales para mujeres y población LGBTI.    

Para su puesta en marcha, desde el año 2020 hasta la fecha se desarrollaron ocho 

sesiones de trabajo a cargo de la Secretaría Técnica de la Instancia de Alto Nivel 

con participación de la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y la CPEC. 

El objetivo de estas sesiones es la definición de los lineamientos y el plan de trabajo 

para el funcionamiento del Comité. Según información consignada en el SIIPO en su 

última sesión, el 30 de marzo del 2022, se señala la proyección de una reunión 

entre la Secretaría Técnica, la Fiscalía y el Departamento Nacional de Planeación 

para la identificación de indicadores para el Comité; de igual forma se indica que la 

Fiscalía está encargada de desarrollar una resolución para su puesta en marcha.  

En información remitida por la OACP (2022) se afirma que la Fiscalía General de la 

Nación emitió la Resolución 1-017 del 6 de abril de 2022, mediante la cual se creó al 

interior de la Fiscal²a el ñComité de Impulso a las investigaciones por los delitos 

cometidos en contra de quienes desarrollan la participación política y, especialmente 

contra quienes ejercen el derecho fundamental consagrado en el artículo 112 de la 

Constitución, así como personas defensoras de derechos humanosò. La ST no logr· 

tener acceso a la resolución mencionada debido a que no se encuentra publicada 

en la sección de normatividad de la página de la Fiscalía y por limitaciones 

temporales; sin embargo, se espera que con dicha resolución se dinamice el 

funcionamiento de esta instancia.  

 

 

Tabla 1. Sesiones para puesta en marcha del Comité de Impulso a las Investigaciones 

Fecha  Avances y objeto de sesión  

6 de mayo 2020 Instalación del Comité en la que participó la Fiscalía General 

de la Nación, la Dirección de Investigación Criminal e 

Interpol de la Policía Nacional y la Consejería Presidencial 

para la Estabilización y Consolidación. La OACP como 

delegado 

Presidencial activó el Comité de Impulso a las 

investigaciones donde se explicó su objeto y propósito, y se 

delegó a un equipo técnico para la elaboración de un 

reglamento, los insumos y planes de trabajo necesarios 

para dinamizar dicha Instancia. 

8 de septiembre 2020 Se presentó el borrador del reglamento del Comité 

propuesto desde la Secretaría Técnica y se presentaron 

comentarios preliminares al plan de trabajo del Comité. 
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28 de septiembre 2020 Se discutió la propuesta de reglamento. 

2 de octubre 2020 Sesión de verificación de competencias para la 

dinamización del Comité. 

11 de diciembre 2020 Fiscalía General de la Nación presentó propuesta de 

funcionamiento para el Comité de Impulso a las 

Investigaciones. 

13 de mayo 2021 Delimitación de población objeto y criterios de priorización 

de casos  

28 de septiembre 2021 Articular y dinamizar la puesta en marcha de esta Instancia 

con el fin de aclarar y 

definir el funcionamiento. 

30 de marzo 2022 Articular y dinamizar la puesta en marcha de esta Instancia 

con el fin de aclarar y 

definir el funcionamiento. 

Fuente: OACP, 2022 

2.1.4.  Programas de protección  

 

a. Programa Integral de Seguridad y Protección para las comunidades y 

organizaciones en los territorios 

Este programa fue creado mediante el Decreto 660 de 2018. Su objetivo es adoptar 

medidas de prevención que identifiquen factores de riesgo ante el derecho a la vida, 

la libertad e integridad de las comunidades, liderazgos y organizaciones en sus 

territorios teniendo en cuenta los riesgos particulares de las mujeres. De tal manera, 

propende por la adopción de medidas para fortalecer la denuncia de las 

organizaciones en los territorios, la reconciliación y la convivencia a través de la 

construcción de confianza entre instituciones públicas y comunidades; 

especialmente aquellas que han sido excluidas como las comunidades étnicas, 

LGBTI o las mujeres, así como la adopción de medidas de seguridad y protección. 

Para ello el programa cuenta con cuatro componentes: (i) Medidas integrales de 

prevención, seguridad y protección; (ii) Promotores y promotoras comunitarias de 

paz y convivencia; (iii) Protocolo de protección para territorios rurales y (iv) Apoyo a 

la actividad de denuncia.  

A pesar de contar con algunos desarrollos, a la fecha este programa no presenta 

ficha técnica ni registro de avances en el SIIPO, lo cual dificulta el acceso a la 

información y la transparencia democrática. La información disponible da cuenta que 

desde el año 2018 se definieron 4 proyectos pilotos28; se adelantaron 6 procesos de 

asistencia a organizaciones29; se desarrollaron 3 procesos de diagnóstico de 

 
28 (i). Comunidad de San Pedrito (San José de Uré - Córdoba) (ii). Asodebona (Guapi - Cauca) (iii). 
Consejo Comunitario Alto Mira y Frontera (Tumaco - Nariño) (iv).  JAC casco Urbano del municipio 
del Tarra (Norte de Santander).  
29 (i). Marcha Patriotica (ii). Ruta Pacifica de Mujeres (iii). Fedejuntas (Meta) (iv). Jac de Fedejuntas 
Cúcuta (v). Jac de Fedejunta Valle del Cauca (vi). Ordeurca.  
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riesgo30 y el comité de medidas integrales de prevención, seguridad y protección 

avanzó en acciones de fortalecimiento comunitario con 7 organizaciones31 

(Mininterior, 2022; Secretaría Técnica, 2021). Según información remitida por el 

Ministerio de Interior (2022) se viene desarrollando asistencia y acompañamiento a 

20 organizaciones, sin embargo, el gabinete no menciona cuales son estas 

organizaciones y si son las mismas objeto de los planes piloto, de asistencia y del 

comité de medidas de prevención ya referenciadas.  

En lo relativo al componente de promotores y promotoras comunitarias de paz, el 

Ministerio de Interior indicó a la Procuraduría General de la Nación que se habían 

capacitado 195 promotores (Procuraduría General de la Nación, 2021). En 

información remitida a la ST, el Gabinete señala que el proceso de formación de 

promotores y promotoras priorizó 7 departamentos y tuvo como resultado 83 

promotores de los cuales 46 fueron mujeres (MinInterior, 2022). Estos promotores 

se inscribieron al programa de manera voluntaria y recibieron formación en Métodos 

alternativos de solución de conflictos, habilidades para solucionar conflictos para 

mejorar la convivencia comunitaria, derechos humanos, seguridad preventiva, rutas 

de prevención y autoprotección, normatividad y buenas prácticas ambientales 

(IBID). 

A la fecha la ST no cuenta con información suficiente sobre cada uno de los 

procesos. Sin embargo, identificó que para los casos de Ascsucor y Marcha 

Patriótica en el departamento de Córdoba se avanzó en el proceso de identificación 

de riesgos, construcción de diagnóstico y en la construcción del Plan Integral de 

Prevención. Ambos casos se encuentran en el proceso de concertación con la 

institucionalidad nacional y local, hasta el momento ambas organizaciones no han 

logrado llegar a consensos con la institucionalidad. Dos líderes sociales que han 

participado en estos procesos señalaron a la ST que a nivel local no se ha dado 

importancia al decreto 660 y por ende a los espacios de concertación para la 

concreción de las medidas colectivas de protección (Líder 1, 2022; Líder 2, 2022).  

 

b. Programa de seguridad y protección con enfoque diferencial y de 

género para los miembros de organizaciones políticas declaradas en 

oposición  

En el artículo 30 del Estatuto de la Oposición y el artículo 16 del Decreto 895 de 

2017 se determinan que, en el marco del SISEP, el Gobierno Nacional promulgará 

un programa de protección y seguridad con enfoque diferencial cuyo objeto es 

brindar garantías a miembros y directivos de organizaciones políticas declaradas en 

oposición. Este programa después de cinco años de la promulgación del Estatuto 

 
30 (i). Comunidad de Micoahumado (sur de Bolívar) (ii). Fundación Cordobexia (Córdoba) (iii). 
Fundación Mujer con Valor (Cauca) 
31 (i). Asocpuertoasis (Putumayo) (ii). Ascsucor (Córdoba) (iii). Movice (Valle) (iv). Afrodes (Valle) (v). 
Cospacc (Casanare) (vi). Cisbcsc (Bolívar) (vii). Excombatientes (Huila). 
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aún se encuentra en proceso de estructuración. Según información remitida por la 

OACP (2022) para la estructuración de este programa se desarrollaron dos sesiones 

el mes de noviembre del año 2020 con asistencia de partidos políticos, una con la 

Instancia de Alto Nivel y otra con el comité operativo de adecuación. La ST ve con 

preocupación que después de 5 años no se cuente con este programa y que los 

últimos esfuerzos referenciados para su promulgación daten de hace más de un 

año. 

2.1.5.  Instancia de Alto Nivel  

Esta instancia fue reglamentada mediante el artículo 6 del Decreto Ley 895 de 2017 

y tiene como propósito principal la implementación del SISEP, su articulación con 

partidos y movimientos, el seguimiento a las condiciones de seguridad, la definición 

de medidas y la coordinación interinstitucional para la puesta en marcha de 

programas de protección. Se evidencian falencias en las funciones de la Instancia a 

pesar de que ha presentado avances como la instalación del Comité Operativo de 

Mujer y Género, ha sesionado en 21 oportunidades y ha participado en el 

seguimiento de los procesos electorales con el Plan Ágora II para elecciones 

atípicas, de Congreso y Presidencia (Corporación Humanas, 2022; CPEC, 2022a, 

2022b). El principal problema que identifica la ST es el escaso avance que ha 

presentado en la articulación del SISEP y, por ende, la puesta en marcha de la 

Comisión de Seguimiento y Evaluación del Desempeño.  

2.1.6.  El Sistema de Prevención y Alertas para la Reacción Rápida  

Esta instancia se reglamentó con el Decreto Ley 2124 de 2017 y se encuentra 

conformada por un componente de alerta temprana y uno de respuesta rápida. El 

primero está a cargo de la Defensoría del Pueblo y el segundo de la Comisión 

Intersectorial para la Respuesta a las Alertas Tempranas ïCIPRATï que es 

coordinada por el Ministerio de Interior. Su objeto es la prevención ante agresiones y 

vulneraciones a los derechos humanos, por lo cual debe hacer alertas con 

recomendaciones oportunas y articular respuestas preventivas para la mitigación de 

riesgos desde la institucionalidad, en los diferentes niveles a partir del orden 

nacional hasta el territorial.  

Desde su puesta en marcha hasta mayo del año 2022 la Defensoría del Pueblo ha 

emitido 237 alertas, ha avanzado en la incorporación del enfoque de género y en la 

visibilización de los riesgos diferenciados para comunidades étnicas (Instituto Kroc, 

2022a; Procuraduría General de la Nación, 2021). No obstante, la ST encuentra 

preocupante que no exista concordancia entre el número de alertas tempranas 

emitidas y la intensidad de las dinámicas violentas a nivel nacional, pues a pesar de 

la persistencia de las afectaciones por la violencia se ha venido reduciendo el 

número de alertas emitidas desde el año 2018 (Gráfica 1). Adicionalmente, la 

Defensoría no advirtió situaciones de riesgo en 122 municipios donde ocurrieron 

homicidios a defensores y defensoras de DDHH y liderazgos sociales (CODHES, 
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2022). Lo anterior señala serios problemas en la identificación de riesgos y serios 

problemas para el funcionamiento efectivo de la prevención.  De hecho, 63 de las 

220 alertas no cumplen con informe de seguimiento a las situaciones de riesgo. 

En lo relativo al funcionamiento de la CIPRAT, la Misión de Verificación de la ONU 

(2022) señala que la Comisión ha avanzado en una agenda para el seguimiento a 

las alertas. Sin embargo, como ha señalado la ST en sus informes previos se 

identifican falencias en la respuesta rápida y oportuna a las alertas. Se evidencia 

que la Comisión presenta problemas de coordinación con las entidades, 

principalmente debido a que estas brindan información limitada y no reportan los 

avances en la implementación de las recomendaciones hechas por la Defensoría  

(CODHES, 2022; Procuraduría General de la Nación, 2021). Según los informes de 

seguimiento de la Defensoría del Pueblo, el cumplimiento a las recomendaciones 

realizadas en las alertas es catalogado como bajo en un 51%, medio en un 18% y 

sin indicar en el 25%. En relación con el bajo nivel de cumplimiento, la ST evidencia 

con preocupación que, de los 157 informes de seguimiento, en 68.78% de los casos 

se mantiene el riesgo de las alertas y en el 28.66% tienden a agravarse (Gráfica 2 y 

Gráfica 3).  

 

Gráfica 1. Alertas Tempranas emitidas por año 

 

Fuente: Defensoría del Pueblo. Elaboración propia.  
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Grafica 2. Cumplimiento a recomendaciones de Alertas Tempranas 2017-2021 

 

 Fuente: Defensoría del Pueblo. Elaboración propia.  

 

 

Gráfica 3.  Evolución del riesgo según informes de seguimiento  

 

Fuente: Defensoría del Pueblo. Elaboración propia. 
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pues la falta de engranajes, los retrasos y falencias en sus instancias, no permiten el 

desarrollo de una efectiva articulación institucional para las garantías de seguridad.  

Estas falencias en la implementación del SISEP se acompañan de una dispersión 

en las funciones institucionales para la mitigación de las agresiones y 

victimizaciones de liderazgos sociales y excombatientes. Uno de los casos más 

representativos fue la promulgación del Plan de Acción Oportuna ïPAOï mediante 

el Decreto 2137 de 2018. Si bien con el PAO se buscó avanzar en la prevención y 

protección de liderazgos sociales, periodistas y defensores, resulta evidente que 

este establece un paralelismo con el SISEP sin dar lugar a la participación de 

civiles. El traslape entre el PAO y el SISEP además de desconocer la instancia 

promulgada en el A.F., propicia un mayor desgaste institucional por cuanto son dos 

instancias que duplican y dificultan la operación efectiva para la mitigación de los 

riesgos. 

Si bien se han evidenciado esfuerzos del Gobierno Nacional en lo relativo a la 

mitigación del fenómeno de la inseguridad para la participación, la ST evidencia con 

preocupación la persistencia en un diseño desarticulado proclive a la dispersión de 

esfuerzos. El mes de diciembre del año 2021 fue aprobado el documento CONPES 

de política pública para las garantías y el respeto a la labor de defensa de los 

derechos humanos y el liderazgo social, este documento además de contar con 

vacíos en el diseño de acciones no reconoce el SISEP y no establece una hoja de 

ruta clara en materia de articulación con las zonas PDET -que son claves para la 

implementación del A.F.- y ha presentado altos niveles de agresión a liderazgos.   

Esta incapacidad de articular esfuerzos y comprender el fenómeno tiene correlación 

con la persistencia de las condiciones de inseguridad en el país. A pesar de una 

reducción en los casos de homicidio a líderes y lideresas sociales durante el año 

2021, este fenómeno ha mantenido un piso alto. Al comparar el primer trimestre del 

año 2021 con el año 2022, se identifica una tendencia incremental (Gráfica 4 & 

Gráfica 5). Durante el presente año este fenómeno se ha observado principalmente 

en los departamentos de Cauca, Antioquia, Nariño, Putumayo, Arauca y Norte de 

Santander (Defensoría del Pueblo, 2022; Indepaz, s.f.). De los 169 casos 

registrados por Indepaz para el año 2021, el 24.62% fueron liderazgos indígenas, el 

13.33% mujeres y el 5.13% afros; y de los 79 casos que han sido registrados para el 

presente año el 34% eran comunales, 24% indígenas, 6% mujeres y 4% afros (s.f.). 

Un caso relevante fue el homicidio de una lideresa del departamento del Meta 

mientras esperaba medidas de protección que habían sido aprobadas con un mes 

de antelación (Misión de Verificación ONU, 2022).  

Además, se ha venido presentando un alto número de desplazamientos forzados y 

de confinamientos. Según la Misión de Verificación de la ONU (2022) entre el 1 de 

enero y el 15 de marzo se registraron 13.821 casos de desplazamiento y 42.000 

confinamientos. Son varias las dinámicas del conflicto asociadas a ello: desde 
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disputas entre actores armados como la guerra entre el ELN y las disidencias de las 

Farc (Frente Martín Villa) en Arauca, hasta paros armados como el del ELN entre el 

23 y el 26 de febrero y el del Clan del Golfo entre el 5 y el 8 de mayo de 2022. 

La situación en materia de seguridad para exintegrantes de las Farc no es más 

alentadora. Con corte al 25 de marzo la Misión de Verificación de la ONU (2022) 

registró 315 homicidios de firmantes del acuerdo. La persistencia de este fenómeno 

y considerando especialmente la baja implementación del componente de garantías 

de seguridad estipulado en el A.F. para la protección de la población excombatiente, 

en el mes de enero de 2022 la Corte Constitucional declar· ñestado de las cosas 

inconstitucionalò mediante la Sentencia SU020-22. Entre otras medidas, la Corte 

ordenó al Gobierno Nacional la adopción de medidas que velen por el cumplimiento 

integral, coordinado y articulado de las garantías de seguridad estipuladas en el A.F.  

Este panorama mantuvo un contexto de inseguridad en el periodo electoral y estuvo 

marcado por problemas institucionales para la atención de la inseguridad y 

diferentes y diversos conflictos entre una multiplicidad de actores con intermediación 

de componentes armados. Según la MOE (s. f.) las agresiones a líderes durante el 

calendario electoral incrementaron 109% en comparación con las elecciones del año 

201832. La ST ve con preocupación las cifras publicadas por la Fundación Paz y 

Reconciliación ïParesï (2022): se registraron 179 hechos33 violentos hacia 

miembros de la coalición Pacto Histórico, del Partido Liberal, Centro Democrático y 

Partido Conservador. Según el informe de Pares, un 41% de los casos fueron en 

contra de funcionarios públicos de elección popular, destacándose: (i) el homicidio 

de los exalcaldes de López de Micay, Gonzáles y Briceño; (ii) el homicidio de dos 

funcionarios de la alcaldía de El Cerrito y de un concejal en Ansermanuevo (dpto. 

Valle del Cauca) y (iii) el secuestro del alcalde del municipio del Charco (dpto. 

Nariño).      

 

 

 

 

 

 

 
32 Por agresión a lideres la MOE comprende casos de amenaza, desaparición, secuestro o atentado 
en contra de líderes políticos, sociales y comunales. De los 581 casos que registró la MOE para las 
elecciones de Congreso del año 2022 242 fueron contra líderes políticos, en contraste con 120 casos 
en las elecciones de 2018. Aunado a lo anterior la MOE indica que se incrementaron los hechos 
letales en un 10.9% al pasar de 46 a 51. 
33 En el marco de estos hechos 29 fueron homicidios y 193 fueron amenazas. Entiéndase que según 
el registro realizado por Pares un hecho puede contener más de una víctima. Es decir, el total de las 
victimas registradas en los 179 hechos fueron 222 (Pares, 2022). 
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Gráfica 4. Homicidios a líderes y lideresas sociales. 

 

Fuente: Somos Defensores, Defensoría del Pueblo e Indepaz. Elaboración propia. 

 

Gráfica 5. Homicidios de líderes y lideresas sociales primer trimestre 2021 vs 2022 

 

Fuente: Somos Defensores, Defensoría del Pueblo e Indepaz. Elaboración propia. 

Es importante señalar que este escenario representó un riesgo diferencial para las 

zonas que históricamente fueron más afectadas por el conflicto armado. En el 

informe de seguimiento a la alerta temprana No. 004 de 2022 que indicó riesgos 

contra los mecanismos democráticos de participación, se señala que de 39 hechos 

de violencia ocurridos el día de las elecciones, 82% (32) se focalizaron en los 
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homicidios en contra de liderazgos o defensoras y defensores de derechos 

humanos, se identifica que el 63% de los casos ocurridos entre el 13 de diciembre 

de 2021 y el 13 de marzo de 2022 se concentraron en municipios de las 16 CTEP 

(Gráfica 6). Los municipios que presentaron mayor número de casos fueron Tame 

(dpto. Arauca), Barbacoas y Tumaco (dpto. Nariño) y Puerto Guzmán (dpto. 

Putumayo). A continuación, se desarrolla con mayor profundidad un análisis al sobre 

el funcionamiento de las CTEP. 

 

Gráfica 6. Homicidios a líderes en municipios CTEP (diciembre 2021- marzo 2022) 

 

Fuente: Base de datos Indepaz. Elaboración propia. 

 

2.2.  Circunscripciones Transitorias Especiales para la Paz  

El punto 2.3.6 del A.F. con el objetivo de promover la representación política de las 

comunidades y zonas más afectadas por el conflicto armado determinó la creación 

de 16 circunscripciones para la elección de 16 representantes a la Cámara por dos 

periodos electorales. Con esto buscó propiciar una mayor integración de las 

comunidades de estas zonas a través de la representación política y pretendió ser 

una medida de reparación ante los flagelos ocasionados por el conflicto y la frágil 

presencia de instituciones del Estado.  

Tras ser uno de los principales incumplimientos al A.F., pasados cinco años de su 

firma, fue evidente la falta de voluntad política cuando las CTEP tuvieron que ser 

reglamentadas como un resultado de la sentencia SU150-21 de la Corte 

Constitucional. Esta sentencia fue establecida en respuesta a una acción de tutela 

del Senador Roy Barreras instó su conformación y determinó que su periodo de 

operación correspondería a los periodos 2022-2026 y 2026-2030. Así, mediante el 
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Acto Legislativo 02 de 2021 se crearon las circunscripciones y se dio inicio a la 

reglamentación de su funcionamiento para las elecciones legislativas del año 2022.  

De esta forma el Gobierno Nacional promulgó el Decreto 107 de 2021 en el cual se 

adoptan definiciones y se determinan cuestiones como la responsabilidad en las 

campañas de cedulación, mecanismos de inscripción y acreditación de candidatos, 

sanciones, entre otros. La Registraduría Nacional del Estado Civil promulgó las 

resoluciones 9875 y 10592 de 2021, con lo cual se definió el calendario electoral y 

se adoptaron medidas para la inscripción de candidatos y la actualización del censo 

electoral. El Consejo Nacional Electoral emitió las resoluciones 5877, 5880, 5881, 

5882 y 5879 de 2021 que reglamentan los topes y recursos de financiación de las 

campañas de las CTEP y se delimita el acceso a medios de comunicación y 

publicidad. También la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las 

Victimas emitió la resolución 02817 de 2021 donde estableció la ruta para la 

expedición del certificado de condición de víctimas, determinado en el Acto 

Legislativo que creo las Circunscripciones.  

Si bien la ST reconoce la importancia de la expedición de este marco normativo 

para la efectiva implementación de las CTEP, también identificó falencias que van 

en contravía de la garantía a la participación. Se determinaron requisitos adicionales 

para la postulación de candidatos con una temporalidad que no tuvo en cuenta las 

particularidades de las regiones, afectando la inscripción de candidaturas. Además, 

el Decreto 107 de 2021 estableci· la procedencia de la figura de la ñsilla vac²aò34 

cuando se comprueba que un candidato electo no cumple con los requisitos previos; 

privando a una región de representación, lo que es contrario a la esencia de las 

CTEP (MOE, 2022). Por último, no se evidenció nada relativo al fortalecimiento de 

las organizaciones sociales en estos territorios de cara a su participación en las 

Circunscripciones.  

El 13 de marzo de 2022 se llevaron a cabo las elecciones de las CTEP. La elección 

fue mediante voto preferente y las listas para las Circunscripciones fueron 

presentadas de manera paritaria con un total 398 candidatos de los cuales 202 

fueron mujeres. Es importante mencionar que de las 16 personas electas 

Representantes a la Cámara por las CTEP solo 3 fueron mujeres (Anexo 1). A pesar 

de que el desarrollo de las primeras elecciones de las CTEP fue un avance 

significativo en la implementación del punto 2, el desarrollo de las jornadas estuvo 

atravesado por una serie de problemáticas: (i) elevados índices de violencia, los 

más recientes fueron atentados dirigidos a una candidata y un candidato de la 

circunscripci·n ñBajo Caucaò; (ii) intentos de injerencia por parte de actores 

armados; (iii) retrasos en el desembolso de la financiación a las campañas, lo cual 

agujeró la competencia democrática en la contienda electoral; (iv) denuncias de 

candidaturas que contaron con apoyo de caciques políticos de las regiones y 

 
34 Según el artículo 134 de la Constitución Política, modificado por los actos legislativos 01 de 2009 y 
02 de 2015, esta figura determina que un partido no tiene la posibilidad de cambiar al candidato, es 
decir pierde la curul obtenida, cuando la persona electa es condenada por delitos relacionados con 
grupos armados ilegales, narcotráfico, de lesa humanidad y dolosos contra la administración publica     
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partidos tradicionales; (v) retiro de candidaturas por escasas garantías de seguridad 

para la competencia electoral y (vi) bajo número de mujeres electas para 

representante en las Curules. 

 

3. Conclusiones  

Aún con la reglamentación normativa del SISEP, los retrasos en la implementación y 

las condiciones adversas para la garantía de la participación política derivadas del 

complejo contexto electoral, así como por la persistencia de un elevado número de 

homicidios y agresiones a liderazgos y firmantes del acuerdo, la ST califica el punto 

2.1.2 sobre garantías de seguridad como iniciado, sin avances, con retrasos 

en la implementación y en correspondencia parcial con el AF.  

Los retrasos en la financiación y de algunos problemas en el marco normativo que 

reglamenta las CTEP y a pesar de la realización de las elecciones, la ST califica el 

punto 2.3.6 sobre garantías de seguridad como iniciado, con avances, con 

retraso y en correspondencia parcial con el A.F. 

 

4. Oportunidades de mejora y retos en clave del nuevo gobierno  

A continuación, se plantean los principales retos y oportunidades de mejora que la 

ST sugiere, de acuerdo con su ejercicio de verificación. Adicionalmente, se 

muestran retos y oportunidades específicos en lo relativo a los subtemas priorizados 

en este informe y también en lo relativo a la implementación general del punto 2. 

 

Retos  

¶ Las condiciones de seguridad demuestran cada vez una mayor complejidad a 

nivel territorial y nacional, lo que requiere de una mejor articulación 

interinstitucional desde un enfoque de seguridad humana con el fin de 

enfrentar los diferentes grupos criminales y brindar medidas y garantías para 

la participación en los territorios con base en análisis territoriales 

desarrollados con las comunidades, teniendo en cuenta enfoques 

transversales y multicausales. 

¶ El desarrollo de las CTEP dio cuenta de la necesidad de mejores garantías 

para la participación de estas comunidades tales como el fortalecimiento de 

las organizaciones sociales, promoción y pedagogía de la participación 

política, incremento en los puestos de votación, más campañas de 

cedulación, mejores mecanismos de protección y ajustes y claridad en el 

marco normativo de cara a las elecciones del 2026.   

¶ Como lo ha señalado la ST en sus previos informes, a pesar de la 

promulgación del decreto 003 de 2021, la evidencia no sustenta que existan 

mayores garantías para el ejercicio del derecho a la manifestación social. 

Esto sigue siendo un reto frente a futuros hechos de movilización a nivel local 

y nacional.  
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¶ Las elecciones recientes demostraron altos niveles de desconfianza por parte 

de la sociedad civil en la organización electoral. A su vez, el sistema electoral 

colombiano ha demostrado que requiere de un robustecimiento para una 

mayor competencia en el juego democrático y la representación paritaria.  

 

Oportunidades de mejora  

¶ La implementación integral del SISEP representa una oportunidad para la 

superación de las dispersiones en medidas de seguridad teniendo en cuenta 

que la Alta Instancia tiene como función la articulación interinstitucional y la 

coordinación con las organizaciones políticas declaradas en oposición, 

firmantes del acuerdo, autoridades departamentales y municipales 

incorporando el enfoque de género, así como la articulación y evaluación del 

funcionamiento de los programas de protección, la CNGS y el Sistema de 

Prevención y Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas. En esa medida, el 

SISEP debe ser tenido en cuenta por el nuevo gobierno para promover un 

efectivo funcionamiento que permita evaluar y avanzar en la consecución de 

garantías de seguridad para la participación, reincorporación, garantía de no 

repetición y en consecuencia el desmonte de las estructuras criminales.   

¶ Con la posesión de los candidatos electos a las CTEP el 20 de julio se erige 

como gran oportunidad la capacidad que tengan estos 16 representantes 

para promover y legislar en favor de sus regiones y de la implementación del 

A.F. Esto abre una oportunidad para temas fundamentales del Punto 2 como 

la reglamentación efectiva del derecho a la manifestación social, la reforma a 

la organización electoral y la reforma a la Ley 152 de 1994. Es importante 

señalar que los candidatos electos han mencionado públicamente que 

piensan funcionar como bancada en la Cámara de Representantes con el fin 

de promover la efectiva implementación de los diferentes puntos del A.F.  

¶ El nuevo Gabinete presidencial y el nuevo Congreso son vistos como una 

oportunidad para el avance en la reglamentación del derecho a manifestación 

social. Es importante que para ello se reconozcan experiencias, iniciativas y 

esfuerzos que se han venido desarrollando desde la institucionalidad y ONG. 

¶ El nuevo Gabinete presidencial y el nuevo Congreso pueden avanzar en la 

formulación de proyectos de reforma al régimen y de la organización electoral 

con base en las recomendaciones realizadas por la Misión Electoral Especial. 

Con ello se avanzaría en materia de transparencia electoral, competencia y 

paridad. 
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Punto  3 ˈ Fin del Conflicto  

El Punto 3 del Acuerdo Final ˈA.F.ˈ incluye tres temas relativos al Fin del 

Conflicto. El primero hace referencia al conjunto de medidas adoptadas por las 

partes con el fin de dar cumplimiento al ñAcuerdo sobre Cese al Fuego y de 

Hostilidades Bilateral y Definitivo y Dejación de Armas entre el Gobierno Nacional y 

las FARC-EPò (A.F. 3.1). El segundo, a la ñReincorporaci·n de las FARC-EP a la 

vida civil -en lo económico, lo social y lo político- de acuerdo con sus interesesò (A.F. 

3.2.). En tercer lugar, el ñAcuerdo sobre garantías de seguridad y lucha contra las 

organizaciones y conductas criminales responsables de homicidios y masacres, que 

atentan contra defensores/as de derechos humanos, movimientos sociales o 

políticos o que amenacen o atenten contra las personas que participen en la 

implementación de los acuerdos y la construcción de la paz, incluyendo las 

organizaciones criminales que hayan sido denominadas como sucesoras del 

paramilitarismo y sus redes de apoyoò (A.F. 3.4.).  

Para este 11vo informe, la ST verificó el cumplimiento en la implementación de este 

punto a partir de las siguientes prioridades: el estado del proceso de reincorporación 

social y económico en términos de sostenibilidad, así como de las garantías de 

seguridad, en materia de investigación criminal y medidas de protección, para los 

excombatientes en proceso de reincorporación. Para esta actualización, la ST 

identificó las disposiciones o compromisos en situación de atraso y/o que requieren 

ser implementados de forma oportuna pues obstaculizan severamente la 

implementación. 

 

1. Análisis temático  

1.1.  Tema 1: Reincorporación social y económica  

El A.F. (3.2) establece que la reincorporación a la vida civil es un  

proceso integral, sostenible, excepcional y transitorio, que considera los 

intereses de los excombatientes de las FARC-EP y sus familias. Está 

orientado al fortalecimiento del tejido social en el territorio y a la convivencia y 

reconciliación de quienes lo habitan. Se acompa¶a de la actividad productiva 

y la democracia local bajo los pilares de libertad individual y del libre ejercicio 

de los derechos individuales (A.F. 3.2. p. 68). 

Para este proceso, el A.F. (3.2.2.6) incluyó una serie de medidas para identificar las 

necesidades de reincorporación económica y social a la vida civil de los 

excombatientes de las FARC-EP, entre las que se encuentran: a) censo 

socioeconómico; b) identificación de programas y proyectos productivos sostenibles; 

c) desarrollo y ejecución de programas y proyectos productivos sostenibles; d) 

programas y proyectos de ECOMĐN; y e) proyectos individuales. Además, 

estableci·Ӣ una serie de garantías para la reincorporación temprana (A.F. 3.2.2.7), 
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que comprenden: a) renta básica; b) asignación única de normalización; c) 

seguridad social; d) planes o programas sociales; y, e) pedagogía para la paz. 

Además, con la finalidad de dar cumplimiento a la reincorporación integral, el 

Gobierno Nacional expidi· el 22 de junio de 2018 la ñPol²tica Nacional para la 

Reincorporación Social y Económica de exintegrantes de las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARCïEP)ò ðPNRSEð 

(CONPES 3931 de 2018) como el marco que recoge, establece e implementa lo 

dispuesto en el A.F. Dentro de sus acciones más importantes, esta política planteó: 

(i) el fortalecimiento de procesos de articulación y planificación entre los 

actores involucrados en la reincorporación de exintegrantes de las FARC-EP 

y sus familias; (ii) la promoción de la reincorporación comunitaria en el 

territorio, orientada al fortalecimiento del tejido social, la convivencia y la 

reconciliación; (iii) la generación de condiciones para el acceso a 

mecanismos y recursos necesarios para la estabilización y proyección 

económica de exintegrantes de las FARCïEP y sus familias, de acuerdo con 

sus intereses, necesidades y potencialidades; y (iv) la generación de 

condiciones para el acceso y la atención de los derechos fundamentales e 

integrales de exintegrantes de las FARC-EP y sus familias (Conpes 3931, 

2018, p. 7-8).  

Además de lo establecido en el A.F., esta política reconoce e incluye una serie de 

garantías adicionales que son necesarias para promover el éxito del proceso de 

reincorporación a mediano y largo plazo: (i) el acceso a tierras para el desarrollo de 

proyectos productivos agropecuarios; (ii) la construcción de vivienda; y (iii), la 

creación de un Sistema Nacional de Reincorporación ðSNRð, para la articulación 

y asignación de responsabilidades a las entidades correspondientes. 

 

1.1.1.  Análisis  

Durante los cinco años y medio de la implementación del A.F., la mayoría de los 

compromisos establecidos en este subtema ya fueron cumplidos en su totalidad, de 

acuerdo con el 10mo reporte de verificación de la ST, por ejemplo: a) la asignación 

única de normalización, b) el acceso a seguridad social, c) la pedagogía para la paz, 

y d) la renta básica. Ahora bien, la renta básica sigue siendo un beneficio entregado 

a los excombatientes que se encuentran en la ruta de ñreincorporaci·n econ·mica y 

socialò por decisi·n del Gobierno Nacional.  

Con la expedición del CONPES 3931 el 22 de junio de 2018, fueron establecidos 

por el Gobierno Nacional lineamientos para la sostenibilidad del proceso de acuerdo 

a lo dispuesto en el A.F., reconociendo que la PNRSE  

tiene el reto de fortalecer la articulación institucional para responder, en un 

marco de integralidad y sostenibilidad del proceso, a las problemáticas que 

suponen: el tejido social debilitado en los territorios afectados por el conflicto 

armado, la debilidad en las condiciones necesarias para el desarrollo 
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productivo, y los desafíos en el tránsito a la vida civil respecto al 

reconocimiento y ejercicio de derechos y libertades, considerando las 

distintas características de exintegrantes de las FARC-EP y los enfoques 

diferenciales de género y étnico (CONPES, 2018, p. 42). 

As²Ӣ, esta segunda fase aborda la reincorporación económica y social en el mediano 

y largo plazo.  

Aunque son múltiples los compromisos dispuestos por el A.F. para garantizar la 

implementación de la reincorporación económica y social de los excombatientes, el 

presente informe se centra en aquellos que son clave para el sostenimiento y la 

consolidación exitosa del proceso. 
 

I. Acceso a tierras y a vivienda 

Una de las principales carencias del A.F. fue la no inclusión del acceso a tierras 

para excombatientes en proceso de reincorporación. Las rutas de acceso fueron 

inicialmente resueltas recurriendo a disposiciones legales de previa expedición, y a 

las diferentes rutas de acceso que posteriormente fueron incluidas en la PNRSE, y 

actualmente, representan unos de los instrumentos más importantes para la 

consolidación del proceso de reincorporación. Al respecto, la política pública 

(CONPES 3931 de 2018) señala que ñdesarroll· una serie de alternativas de acceso 

a la tierra para el desarrollo (sic) de proyectos productivos con fines de 

reincorporación con enfoque territorial y agropecuarioò (CONPES 3931, 2018, p. 49). 

Asimismo, con el fin de apoyar la puesta en operación de la política, fueron 

expedidas una serie de normas, entre las que se encuentran: i) Decreto Ley 902 de 

2017 sobre acceso y formalización a tierras individual y colectivo en el marco de la 

Reforma Rural Integral ðRRIð; ii) Decreto 756 de 2018 sobre el ñprograma de 

adquisición y adjudicación de tierrasò para las asociaciones y cooperativas de 

exintegrantes de las FARC-EP en proceso de reincorporación; y iii) Decreto 758 de 

201835 sobre la ruta de la Sociedad de Activos Especiales ðSAEð y los predios del 

Fondo de Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado ð

FRISCOð. 

Como resultado de la implementación a través de estas tres rutas mencionadas, el 

Gobierno Nacional ha adquirido desde 2018, un total de 627 hectáreas por $8.959,5 

millones (USD 2,3 M), lo que beneficia a aproximadamente 1.260 personas en 

proceso de reincorporación (CPEC, 2022, p. 8), aproximadamente un 9,8% del total 

de personas en ese proceso. Durante el periodo de reporte de este informe, fueron 

comprados adicionalmente dos predios para el Antiguo Espacio Territorial de 

Capacitación y Reincorporación ðAETCRðde Anorí (Antioquia), y un predio para 

47 excombatientes y sus familias, quienes se quedaron en Ituango (Antioquia) 
 

35 Reglamentado por el Decreto 1543 de 2020 que establece los plazos y condiciones para la 
transferencia de predios rurales extintos para el desarrollo de proyectos productivos a favor de las 
personas en proceso de reincorporaci·n. 
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después del traslado del AETCR al municipio de Mutatá, que se hizo por motivos de 

seguridad en 2020 (NN.UU, 2022, p. 7). En total, el Gobierno ha comprado tierras 

para 10 AETCR en Colinas (San Jos® del Guaviare, Guaviare), Llano grande 

(Dabeiba, Antioquia), El Estrecho (Pat²a, Cauca), Mutat§ (Mutat§, Antioquia), 

Charras (San Jos® del Guaviare, Guaviare), La Variante (San Andrés de Tumaco, 

Nariño), Yar² (El Doncello, Caquet§Ӣ), Pondores (Fonseca, La Guajira), La Fila 

(Icononzo, Tolima) y La Plancha (Anorí, Antioquia) (CPEC, 2022, p. 8); un predio 

para la Nueva Área de Reincorporación ðNARð en Ituango (Antioquia). 

Adicionalmente, la ST conoció que están en proceso de compra 13 predios en cinco 

AETCR: Pondores (Fonseca, La Guajira), Filipinas (Arauquita, Arauca), La Variante 

(San Andrés de Tumaco, Nariño), El Ceral (Timbío- Cauca) y Miravalle (San Vicente 

del Caguán, Caquet§Ӣ) (CPEC, 2022a, p. 20).  

Otros predios (dos) han sido titulados en la ruta SAE a dos colectivos de 

excombatientes (COOMEEP y COMUNVALLE), en el marco del Decreto 1543 de 

2020 (Artículo 283 del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022) en el municipio de 

Palmira (Valle del Cauca), cuya ubicación está fuera de los AETCR, ante la 

inexistencia de estos espacios en el departamento (NN.UU., 2022, p. 7). En total, la 

SAE ha habilitado36 872 hectáreas en beneficio de 671 personas en proceso de 

reincorporación, repartidas en el siguiente orden: Un predio en San Martín (Meta); 

dos predios arrendados y en proceso de transferencia del derecho de dominio de 

dos predios, el primero en Palermo y Teruel (Tolima) y el segundo en Yotoco (Valle 

del Cauca); y dos predios en proceso de transferencia del derecho de dominio en 

Restrepo (Meta) y Sevilla (Valle del Cauca) (CPEC, 2022a, p.21). 

Por otro lado, en cuanto a la provisión de soluciones de habitación, es importante 

señalar que no ha sido entregada ninguna vivienda dentro de los AETCR. 

Recientemente, el Gobierno Nacional se comprometió a entregar 207 viviendas en 

los AETCR de Dabeiba (Antioquia), Arauquita (Arauca) y Caldono (Cauca); en 

Arauquita ya fueron contratados los trabajadores para iniciar obras de construcción 

de las viviendas (NN.UU, 2022, p.7), y ya están aprobados los estudios de pre-

factibilidad de los AETCR de Llano Grande, Mutatá, La Fila y los Monos (CPEC, 

2022a, p. 23). Adicionalmente, el Ministerio de Vivienda, con apoyo de las 

autoridades locales de Caquetá, asignó recursos para la construcción de 75 

viviendas para los excombatientes que se trasladaron desde el Meta, proyecto que 

ya cuenta con estudio técnico (NN.UU, 2022 p. 7).  

Frente al acceso a vivienda rural, el Gobierno informó a la ST que el Ministerio de 

Agricultura y Desarrollo Rural, adjudicó de manera condicionada 501 subsidios 

 
36 La habilitación se entiende como un proceso administrativo, técnico y jurídico por medio del cual se 
convierte un predio en urbano, mediante la ejecución de obras de accesibilidad y servicios públicos 
(Decreto 1783 de 2021, artículo 2.2.5.7.1).  
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familiares de vivienda rural (SFVR) a personas en proceso de reincorporación37 

(CPEC, 2022a, p. 23). Por su parte, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y (Territorio -

MVCT- expidió la Resolución 0094 de 2021, mediante la cual se permite el proceso 

de identificación de potenciales beneficiarios para los subsidios de vivienda rural en 

los AETCR, que junto con la Resolución 0458 de 2022, sobre los contenidos y 

documentos para la determinación de los proyectos de vivienda en los antiguos 

espacios territoriales, establecen los lineamientos para el acceso a los subsidios 

para vivienda rural (Ibíd, p. 21). 

Además de estos avances en materia de acceso a la tierra, la ST destaca como un 

avance para la reincorporación, la expedición del Decreto 650 del 27 de abril de 

2022, que reconoce el ñsubsidio familiar de vivienda para poblaci·n en ruta de 

reincorporaci·nò para la adquisición de vivienda urbana de interés social (VIS) o 

prioritario (VIP), para hogares conformados por uno o más excombatientes que 

estén vinculados a la ruta de reincorporación económica y social. El monto del 

subsidio es de hasta 30 SMLMV38 y la ARN, es la encargada de la identificación, 

registro y reporte de los potenciales beneficiarios, y enviará el listado al Fondo 

Nacional de Vivienda ðFONVIVIENDAð del Ministerio de Vivienda, que definirá los 

cupos mediante acto administrativo según disponibilidad presupuestal (CNR 

Comunes, 2022). Este subsidio es complementario al programa ñMi Casa Yaò y 

puede sumar otros recursos provenientes de las Cajas de Compensación Familiar, 

siempre y cuando se cumplan con los siguientes requisitos: i) tener ingresos 

inferiores a cuatro SMLMV; ii) no ser propietarios de vivienda; iii) no haber recibido 

anteriormente un subsidio del Gobierno Nacional; y iv) contar con un crédito 

hipotecario aprobado para adquisición de vivienda (Ibíd).  

Ahora, si bien la ST destaca la creación de este subsidio como un avance al acceso 

a vivienda para las personas en proceso de reincorporación, el componente del 

partido Comunes en el Consejo Nacional de Reincorporación ðCNRð, controvierte 

este avance y señala que el subsidio 

ñno responde a las necesidades de los excombatientes en los territorios, 

especialmente, en aquellos que se encuentran fuera de los AETCR pues 

según este componente, el 70% de los excombatientes no cumple con las 

condiciones exigidas para lograr tener acceso al sistema financiero, pues sus 

ingresos en su mayor²a son de tipo informalò (Ib²d).  

Tanto en el acceso a tierras como en construcción de viviendas, se mantienen las 

controversias entre el gobierno nacional y el componente de personas en proceso 

 
37 Están en proceso de estudio para posterior adjudicación de los SFVR, las solicitudes de 181 
personas en el AETCR de Filipinas (Arauca).  
38 Salarios mínimos legales vigentes, que para 2022 corresponden a la cifra de $30.000.0000 
millones.  
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de reincorporación en el CNR. En particular, las discusiones se centran en las 

demoras en la compra, adjudicación, titulación y formalización de predios en varios 

de los AETCR, como en las estrategias de acceso a vivienda que comprenden la 

consolidación de los AETCR y el subsidio de compra creado por el Gobierno 

Nacional. Los hallazgos hechos por la ST, representan retrasos frente a lo 

establecido en la PNRSE que fue expedida en el 2018 y el plan de acción 

propuesto.  

II. Proyectos productivos  

El A.F. estableció en el punto 3.2.2.6 los programas y proyectos productivos 

sostenibles como una de las necesidades del proceso de reincorporación 

económica y social para los excombatientes, de acuerdo con sus necesidades (A.F., 

2016, p. 75).  

Al 30 de abril de 2022, el CNR aprob·Ӣ 116 proyectos productivos colectivos que 

benefician a 3.855 personas en proceso de reincorporación (de las cuales 1.089 son 

mujeres que representan el 8,5% del total de la población en proceso de 

reincorporación) vinculando a 87 formas asociativas (CPEC, 2022, p. 6). Además, 

hay 3.918 proyectos productivos individuales que benefician a 4.736 excombatientes 

(incluidas 1.097 mujeres, que representan el 8,5% del total de la población) (NN.UU, 

2022, p. 7). De los proyectos con apoyo de la cooperación internacional, hay 74 

proyectos que están en los 24 AETCR, de los cuales 20 están en ejecución, uno en 

formulación y 53 finalizados (CPEC, 2022, p. 7). Para lograr la implementación de 

estos proyectos, el Gobierno ha desembolsado aproximadamente $41.015 millones 

(USD 10,79M) destinados a 4.243 proyectos, entre colectivos e individuales, que 

benefician a 5.128 personas en proceso de reincorporación (Ibíd, p.7). En total, hay 

8.591 personas, que corresponden al 64% del total de personas acreditadas que se 

encuentran participando en actividades productivas, el 28% (3.758 personas) hacen 

parte de proyectos productivos colectivos, y 36% a individuales (4.832 personas). El 

36% restante, que corresponde a 4.600 personas, no cuenta con ningún tipo de 

proyecto productivo (Del Capitolo al Territorio, 2022, p. 183)  

Con el objetivo de garantizar la sostenibilidad de estos proyectos productivos, la 

ARN y miembros del partido Comunes, acordaron una hoja de ruta que identifica los 

principales retos que enfrentan los proyectos productivos para su desarrollo, 

asuntos que incluyen el fortalecimiento de las cooperativas, la superación de 

barreras de acceso a mercados, la oferta de asistencia técnica, la facilitación del 

acceso a tierras y los problemas de inseguridad. A la fecha, la hoja de ruta no ha 

sido expedida (NN.UU., 2022, p. 7). Adicionalmente, la ST conoció que la ARN inició 
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la aplicación de un instrumento de caracterización39 de la población en proceso de 

reincorporación, acordado en el CNR, con el propósito de conocer el estado de las 

barreras, necesidades e intereses del proceso para la implementación de la política 

pública (CONPES 3931 de 2018) (CNR Comunes, 2022a).  

La ST destaca como un avance organizativo, la conformación de la Federación de 

Organizaciones Sociales y Solidarias del Suroccidente colombiano ð

FEDECOMUNð, como parte de las actividades llevadas a cabo dentro de 

ECOMUN (A.F. 3.2.2.1); esta federación confedera las organizaciones de economía 

solidaria en esa zona del país y ya cuenta con representación legal y personería 

jur²dica (ECOMUN, 2022). Asimismo, la ST resalta la creaci·n de la ñRed Nacional 

de Confecciones por la Paz ðRENA-Cðò que re¼ne iniciativas productivas del 

sector de la confección y de la moda, y representa un impulso para los proyectos 

productivos de los excombatientes en proceso de reincorporación en las diferentes 

zonas del país. Desde la creación de ðRENA-Cð, se han celebrado dos 

encuentros nacionales para la construcción de una propuesta de confecciones a 

nivel nacional, que implica un componente de generación de empleo para personas 

en proceso de reincorporación, víctimas y miembros de la comunidad (RENA-CE, 

2022a).  

En materia medio-ambiental, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo ð

PNUDð, ha implementado el proyecto ñAmbientes para la Pazò, que impulsa la 

formación de iniciativas ambientales para comunidades locales y personas en 

proceso de reincorporación, al incluir iniciativas productivas y de conservación para 

el desarrollo sostenible en los territorios de Miravalle (Caquetá) y Buenavista y Playa 

Rica (Meta) (PNUD, s.f.). Dichas actividades tienen como objeto la protección de los 

llanos del Yarí, ante las amenazas existentes en materia de deforestación, 

explotación indiscriminada de recursos naturales y la presencia de conflictos 

jurídicos y armados por la tierra (PNUD, s.f.). Este proyecto beneficia a 3.800 

personas, de los cuales 1.140 son excombatientes (30%), y 2.660 (70%) son 

comunidades rurales de la zona, que participan en diferentes actividades como: 

formación técnica titulada, procesos de investigación-acción-participación, 

autogestión territorial, iniciativas ambientales, campañas de prevención y protección 

ambiental, sistema de monitoreo, entre otros (PNUD, s.f). 

  

 
39 El instrumento consta de 10 secciones y 124 preguntas sobre ocho temas que corresponden a: i) 
Vivienda; ii) familia; iii) salud; iv) comunitario; v) educación; vi) sostenibilidad económica; vii) 
población desvinculada y seguridad; y viii) bienestar sico-social integral (CNR Comunes, 2022b).  


































































































































































































































































































































